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RESUMEN 
La investigación  “Actividad probatoria de oficio del nuevo modelo procesal y la 
violación del principio constitucional de indubio pro reo”, constituye un avance 
significativo en el análisis de la norma adjetiva y los puntos sobre los cuales 
existen contravenciones a la norma constitucional. 
En el trabajo que, conforme lo expresa el artículo 385 del código penal 
adjetivo, faculta al juez para ordenar pruebas de oficio en forma excepcional; sin 
embargo, de la investigación se ha llegado a conocer de que esta prueba de 
oficio viola el principio constitucional de indubio pro reo, pues se quiere desvirtuar 
por un lado, la duda que se tiene respecto a la responsabilidad o no del 
procesado; y por el otro lado la carta magna le indica que en caso de duda esto 
favorece al reo. En cuanto a la investigación por lo tanto la actuación, oficiosa 
del juez trae consigo la violación del principio constitucional, más aún que se 
pone en tela de juicio el principio de imparcialidad del juez; es decir, a un juez, 
justo y conforme a la investigación realizada por el fiscal. 
La actividad oficiosa del juez, trae consigo la invasión del rol de 
investigador que corresponde al ministerio público siendo ésta reconocido en 
forma constitucional y por la ley orgánica del ministerio público; además, por la 
norma adjetiva penal, y en cuanto a la función del juez, esta es la de sentenciar, 
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resolver el caso en forma definitiva emitiendo una resolución judicial que 
contenga la sentencia absolutoria o condenatoria según corresponda a la 
investigación realizada por el fiscal. 
Palabras clave: prueba de oficio, violación de principios constitucionales, 
jerarquía de normas, imparcialidad del juez, principio de Indubio pro reo. 
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ABSTRACT 
 
The research "probationary activity of the new procedural model and the violation 
of the constitutional principle of Indubio pro reo" constitutes a significant advance 
in the analysis of the adjective norm and the points on which there are 
contraventions to the constitutional standard. 
 
In this research which, as expressed in article 385 of the Penal Code adjective, 
empowers the judge to order evidence of trade in exceptional form; However, the 
research has come to know that this proof of trade violates the constitutional 
principle of Indubio Pro reo, because one wants to undermine on the one hand, 
the doubt that one has regarding the responsibility or not of the defendant; and 
on the other hand the Magna Letter indicates that in case of doubt this favors the 
defendant. As for the research therefore the acting, unofficial of the judge brings 
with him the violation of the constitutional principle, even more that the principle 
of fairness of the judge is questioned; That is to say, a judge, just and according 
to the investigation carried out by the prosecutor. 
 
The informal activity of the judge, brings with it the invasion of the role of 
investigator that corresponds to the Public Ministry being this recognized in 
constitutional form and by the Organic Law of the Public Ministry; In addition, by 
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the norm adjectival criminal, and as for the function of the judge, this is the one 
to sentence, to solve the case definitively issuing a judicial resolution that 
contains the sentence absolution or conviction as corresponds to the 
investigation conducted by the prosecutor. 
 
Key words: proof of office, violation of constitutional principles, hierarchy of 
norms, fairness of the judge, principle of Indubio pro reo. 
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INTRODUCCIÓN 
Dentro de un estado de derecho la sociedad se desarrolla con la posibilidad de 
que se respete sus derechos, esto implica el respeto de toda garantía procesal, 
tanto la parte agraviada como la parte procesada y lo que reina es el Garantismo 
de los derechos fundamentales de la persona humana. 
 
El nuevo código procesal penal, siendo de corte garantista, acusador, 
contradictorio y adversarial, tiene en sus preceptos legales, normas inquisitivas, 
pues da funciones mixtas a autoridades judiciales, a fin de dirigir el proceso, sin 
darse cuenta que entre sus atribuciones más que todo del juez, son 
extremadamente incoherentes, tomando en cuenta que la actividad probatoria 
pertenece al ministerio público, por ello que acusa conforme a su investigación 
en la etapa preliminar y preparatoria, sin embargo, la norma adjetiva da 
facultades de prueba al juez; lo que causa incertidumbre en el sistema normativo 
interno de nuestra nación. 
 
Si bien es cierto, que el nuevo modelo procesal penal tiene un avance 
significativo en cuanto a los plazos, oralidad, inmediación, contradictorio, etc. 
esto no debe ser saliendo de los parámetros constitucionales y los derechos que 
en ella se impregnan respecto a los derechos fundamentales de la persona 
humana, por más que uno sea culpable en la comisión de un delito penal; la 
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seguridad jurídica radica justamente en respetar esos derechos fundamentales 
y no tratar de violar de alguna manera y bajo ningún pretexto, lo que conllevaría 
a un desequilibrio social y como consecuencia la violación a principios 
constitucionales previamente establecidos. 
 
El presente trabajo de investigación me llevó a realizar porque se ve en la 
práctica que el juez. teniendo una función de juzgador, mediante el nuevo código 
procesal penal, se le da facultades para que haga las veces de un fiscal y pueda 
realizar actividad probatoria de oficio y lo que la norma señala es para ver la 
verdad de los hechos, lo que nos preguntamos será para ver la inocencia del 
imputado o su responsabilidad penal, en todo caso, la constitución política del 
estado peruano, tiene en sus preceptos legales un principio que garantiza a toda 
persona a no ser acusada o sentenciada con meras especulaciones o sin tener 
prueba suficiente, lo que se conoce como indubio pro reo, es decir que frente a 
la existencia de duda, ésta favorece al reo. 
 
Esa duda, se estaría desvaneciendo por una actividad probatoria del juez, 
cosa que viola este principio y por lo que se tiene conocimiento pleno que 
ninguna actividad o norma interior puede contravenir preceptos constitucionales, 
mucho más si se recortan principios y derechos fundamentales de la persona 
humana, por lo que analizaremos expedientes judiciales y sentencias de 
procesos penales en los cuales se habría realizado actividad probatoria del juez. 
 
En el marco de la investigación lógica y científica el estudio se ha 
esbozado en cuatro capítulos: 
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En el capítulo I, el problema de la investigación. Comprende la exposición 
de la situación problemática, planteamiento del problema, justificación, 
relevancia y objetivos. 
 
En el capítulo II, el marco teórico. Contiene los antecedentes de la 
investigación, bases teóricas, marco conceptual, hipótesis y variables e 
indicadores.  
 
En el capítulo III, metodología de la investigación. Se precisan el método, 
tipo de estudio, técnicas, diseño y población y muestra. 
 
En el capítulo IV, resultados y discusión. Se presentan los resultados, se 
interpretan y analizan los resultados. 
 
En el criterio de la síntesis, se consignan las referencias bibliográficas y 
se adjuntan los anexos que corresponden. 
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CAPÍTULO I 
EL PROBLEMA 
1.1. EXPOSICIÓN DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA 
La Constitución Política del Estado Peruano, como ley suprema de la 
República, tiene en su contenido preceptos legales donde expresa que 
ninguna norma inferior o acto puede contravenir por su jerarquía que 
tiene, por ello es la denominada: Carta Magna, Supremacía 
Constitucional; en su contenido reza preceptos y derechos fundamentales 
que deben de ser respetados por toda persona mucho más por 
autoridades, lo que conllevaría a un respeto del Estado de Derecho. 
 
Esto implica que toda clase autoridad judicial. debe aplicar la ley 
cuando así lo está establecido, si por un lado existe conflicto entre dos 
normas, obviamente se prefiere el respeto de la norma constitucional; en 
el caso de investigación existe una norma adjetiva, conocida como Código 
Procesal Penal, que da facultades al juez a realizar actividad probatoria, 
conforme se establece en el art. 385 del Código Procesal Penal, esto por 
aplicación del principio inquisitivo, cuando el Estado a través de sus entes 
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reguladores y legislativos impone mandatos, sin darse cuenta de la 
violación de derechos fundamentales, que se está cometiendo. 
La investigación, el recojo de pruebas, evidencias está a cargo del 
fiscal provincial en lo penal, quién en coordinación con la Policía Nacional, 
actúan en forma conjunta; en tanto es el responsable de toda la 
investigación, respetando el debido proceso y evitando apartarse de los 
derechos constitucionales; una vez recabado las pruebas, el fiscal 
conforme a sus atribuciones procede a acusar al imputado en audiencia 
ante el Juez de Investigación preparatoria, con lo que el procesado tendrá 
su derecho de defensa y así pasa a juicio oral. 
 
Conforme se puede observar de la legislación nacional, el juez 
tiene facultad probatoria, lo cual es un error por cuanto es facultad 
probatoria le corresponde al ministerio público, es decir, la ley le otorga la 
facultad de realizar actividad probatoria muy a pesar que esa función le 
corresponde al fiscal, pero la ley como es inquisitiva, lo que en muchos 
casos se observa que el juez ordena pruebas conocida como de oficio, 
reemplazando la actividad probatoria del fiscal que en su oportunidad no 
lo habría hecho y en todo caso lo habría hecho mal, incorrecto, pero qué 
culpa tiene el procesado, si tiene en sus manos un principio que lo protege 
como es el Indubio pro reo; porque si el fiscal no recabó pruebas, entonces 
el procesado tendrá el camino para ejercer su pri9ncipio de Indubio pro 
reo. 
 
Este hecho que una norma este legislado, no implica nadie pueda 
observarla porque resulta que va contra derechos constitucionales, por lo 
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que trae consigo una inestabilidad jurídica en el Estado peruano, no puede 
haber normas que violen principios constitucionales, como en el presente 
caso, se observa a todas luces que es evidente que existe una violación 
de derecho y principios que deberán de ser corregidos, y no se puede 
permitir que el juez tenga doble atribución de ser sentenciador y a la vez 
investigador, no puede ser juez y parte al mismo tiempo, por ningún 
motivo, salvo las pruebas que ordene para corroborar lo ya existente, de 
lo contrario se estaría violando principios constitucionales y trayendo el 
desequilibrio jurídico a toda la nación. 
 
En consecuencia, existe la necesidad de que las normas legales 
sean redactadas y faccionadas respetando las normas constitucionales 
en toda su amplitud, que tanto el fiscal como el juez actúen con 
imparcialidad, honestidad, objetividad, respetando sus funciones y 
atribuciones conforme lo son y no estar inmiscuidos en uno y otro; en el 
presente caso de investigación el punto de quiebre es la norma adjetiva 
procesal que deberá de ser notificada, solo así se podrá respetar los 
derechos de la persona procesada. 
 
1.2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
Frente a la observancia que ocurre en nuestra legislación nacional sobre 
el actuar oficio del juez en procesos penales, invadiendo las atribuciones 
del fiscal, quién está a cargo de la investigación desde la etapa preliminar 
hasta el final del proceso, pasando por la acusación, es evidente que 
conlleve a un conflicto jurídico cuando el juez ordene pruebas de oficio; 
esto es lo que ocasiona malestar en la población, y propiamente a los que 
4 
trabajamos en la defensa de los intereses de los patrocinados quienes 
están con los ojos abiertos para ver cómo se desarrolla el proceso y cuál 
es el actuar de las autoridades, tanto fiscales como juez. 
 
El espíritu de la norma adjetiva procesal penal, es darle actividad 
probatoria al juez penal, otorgándole facultades para que éste ordene las 
pruebas de oficio, así reza del art. 385 del C.P.P; pues la norma no hace 
referencia, menos aclaración con respeto a los principios constitucionales, 
en el caso que se viole los derechos del imputado o procesado, por lo que 
este actuar ocasiona transgresión a la Carta Magna, por lo que el 
planteamiento del problema es sobre esta discordancia entre una norma 
de inferior jerarquía que es el código procesal civil, y la otra que es la 
norma constitucional. 
1.2.1. Interrogante principal 
¿Cuáles son las causas por las que, la actividad probatoria de oficio del 
nuevo código procesal penal pone en riesgo al principio constitucional de 
Indubio pro reo? 
1.2.1. Interrogantes secundarias  
¿Por qué la actividad probatoria de oficio del código procesal penal 
conlleva a la violación del principio constitucional de Indubio pro reo? 
 ¿Es posible evitar la violación al principio constitucional de Indubio pro 
reo en la norma procesal penal en nuestra legislación? 
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1.3.  JUSTIFICACIÓN  
El problema es muy relevante, pues se pone en debate si una norma de 
menor jerarquía puede imponerse frente a una de superior jerarquía; esta 
incongruencia pone en riesgo la estabilidad nacional y el Estado de 
derecho, siendo contraria a todo ordenamiento jurídico, pero eso pasa en 
nuestro país. Si somos inconscientes que estamos en un Estado de 
Derecho, esto implica que como prioritaria opción es respetar las normas, 
pero no las que violan derechos y principios constitucionales. 
 
Si bien es cierto que el Poder Legislativo entre sus funciones y 
atribuciones es la de dar, emitir normas, leyes y el Poder Ejecutivo para 
dar normas debe solicitar y tener el otorgamiento de facultades del 
legislativo, esas normas también deben estar dentro de los parámetros de 
la jerarquía de normas, conforme se tiene del ordenamiento jurídico; pero 
esto no sucede, porque cada quién emite normas sin tener sentido menos 
conocimiento de derecho y por el hecho de estar publicado en el Diario 
“El Peruano”, ya estamos dentro del Principio de legalidad, cuando resulta 
que este hecho es completamente errado, porque del análisis de la norma 
resulta que es contradictorio a principios y derechos de naturaleza 
constitucional, lo que conlleva a una revisión minuciosa de dicha norma. 
 
Estando en un Estado de Derecho, lo que corresponde es 
investigar esas normas que violan principios constitucionales, para ver por 
qué es violatoria, en que puntos, cuál es su génesis de esa norma y 
analizar la exposición de motivos, es decir el espíritu de esa ley; hasta 
donde alcanza su mandato; en el presente caso de investigación, se 
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observa que de lo expresado en el art. 385 del C.P.P., corresponde a un 
sistema inquisitivo, que da prerrogativas al juez, para que ordene pruebas 
de oficio, este simple hecho nos lleva a pensar si el juez es el que 
sentencia o el juez es investigador? De por sí no hay respuesta a esta 
interrogante, entonces lleva a pensar que esa norma debe notificarse en 
forma inmediata, porque se está violando un Principio Constitucional que 
corresponde a los denunciados, que es INDUBIO PRO REO. 
 
La estabilidad jurídica de un Estado, es cumplir con todas las 
normas, respetar los principios que inspiran la Carta Magna, es respetar 
el Estado de Derecho, dentro del ordenamiento constitucional, solo así 
habrá un equilibrio jurídico y respeto a toda una Nación; en cuanto a la 
violación de principios constitucionales se observa que el Juez, ordena la 
actuación de pruebas de oficio, no se sabe con qué fin, pero se presume 
que es para ver la responsabilidad del imputado o ver su inocencia; esto 
nos da a conocer que se viola el principio de Indubio Pro reo por un lado 
y por otro lado, el Juez está actuando como investigador, lo que 
corresponde al fiscal; esto nos hace ver que existe contra producencias 
normativas en el marco constitucional. 
 
1.4. RELEVANCIA 
La relevancia que justifica la presente investigación, está detalla por los 
siguientes puntos trascendentales: 
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1. El Estado de Derecho en toda Nación es importante por la seguridad 
que trae a la población entera, por lo que debe de seguir esa temática 
en todo momento. 
2. Una norma redactada por especialistas en Derecho Constitucional, 
nunca permitirá la violación de principios de mayor jerarquía, pues el 
problema planteado e investigado, nos dará como resultados un 
conflicto entre normas de inferior jerarquía con las de mayor jerarquía, 
por lo que se pone en tela de juicio el ordenamiento jurídica nacional. 
3. De otro lado, es conveniente resaltar los problemas que causa la 
intromisión del juez en la investigación, porque él es el sentenciador y 
no investigador. 
4. Actualmente, en pleno Estado de derecho, y con la norma en mención, 
se está violando preceptos constitucionales, poniendo en riesgo la 
seguridad jurídica del Estado peruano. 
 
1.5. OBJETIVOS  
 1.5.1. Objetivo general 
Analizar las causas que la actividad probatoria de oficio del nuevo código 
procesal penal pone en riesgo al principio constitucional de indubio pro 
reo.   
 
1.5.2. Objetivos específicos 
Verificar las razones por las que la actividad probatoria de oficio del código 
procesal penal conlleva a la violación del principio constitucional de 
Indubio pro reo 
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 Establecer parámetros para evitar la violación del principio constitucional 
de Indubio pro reo en la norma procesal penal en nuestra legislación. 
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CAPÍTULO II 
EL MARCO TEÓRICO 
2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
Realizada la búsqueda de investigaciones con respecto al presente 
trabajo, no se ha encontrado específicamente sobre el tema planteado; 
más bien, existen muchos estudios e investigaciones pero ninguno enfoca 
al tema propuesto. por mi persona, más bien si hay estudios de 
investigación como artículos científicos al respecto, que han enriquecido 
el conocimiento de estudio para incrementar aspectos fundamentales en 
la realización del trabajo de investigación. 
 
Se ha esgrimido el artículo científico presentado por el autor Percy 
R. Carrasco Reyes, titulado: “Cuestiones en Debate de la Prueba de Oficio 
en el Derecho Adjetivo Civil y Penal”, publicado en la Revista Jurídica de 
la Universidad Andina “Néstor Cáceres Velásquez”, Año III Nro. 3/2014, 
pág. 87; en cuyas conclusiones arribadas, establece que: Primera.- Es 
evidente que con la prueba de oficio otorgada por las normas adjetivas 
civil y penal, se contraviene los principios del sistema como son el 
dispositivo, aportación de pruebas,  iniciativa de parte, contradicción, 
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debido proceso, imparcialidad del juez, entre otros. Segunda.- Con la 
prueba de oficio, se limita el derecho de defensa de las partes, porque esa 
prueba es “INIMPUGNABLE” y “NO ES RECURRIBLE”, tanto en el 
Derecho Procesal Civil, como en el Derecho Procesal Penal. Tercera.- En 
materia penal, con la aplicación de la prueba de oficio, se recorta el 
derecho de los procesados a invocar el principio de in dubio pro reo. 
Cuarta.- Con la prueba de oficio se invaden roles y no se respeta la función 
autónoma del Ministerio Público en la investigación del delito y la 
responsabilidad del imputado. (CARRASCO, 2014). 
 
En el presente trabajo de investigación, este artículo científico es 
de ayuda trascendental porque se trata de esclarecer conceptos y roles 
tanto del Ministerio Público como del Juez Penal, en la aplicación de las 
pruebas de oficio, más que todo respecto a los derechos que tienen los 
imputados sobre el Principio IN DUBIO PRO REO. 
 
Otra investigación de ha podido investigar de la Magister MARISOL 
GIRALDO SEPÚLVEDA, titulada LA PRUEBA DE OFICIO EN EL 
SISTEMA PENAL ACUSATORIO COLOMBIANO, presentada en la 
Universidad Católica del Norte de Melledin, donde en sus conclusiones 
afirmó que se debe respetar al debido proceso y que el aporte de la prueba 
de oficio es el que garantiza los derechos fundamentales y 
constitucionales; de igual forma concluye el sistema penal acusatorio no 
es puro y que se debe estar acorde con el debido proceso. 
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2.2. BASES TEÓRICAS 
2.2.1. Derecho procesal penal 
2.2.1.1. El proceso 
Según el uruguayo Eduardo Couture, la palabra “proceso” deriva 
etimológicamente del verbo griego prosekxo o prosekso que significa venir  
de atrás e ir hacia adelante (Marcone Morello, 1995, p. 1732). Es decir, se 
trata de un conjunto de actos que van a tener un lugar en el tiempo y 
espacio, los mismos que están interrelacionados ya sea por el fin que 
persiguen o la causa que los genera. Así, definimos al Proceso Penal 
como “el conjunto de actos realizados por determinados sujetos que 
intervienen en el proceso (Jueces, Fiscales, defensores, imputados)”, con 
lo cual se va afirmar o negar la existencia de la comisión de un ilícito penal; 
y de ser afirmativo, se determinará la sanción correspondiente por 
violentar contra derechos protegidos por el Estado.  
 
2.2.1.2. Derecho procesal penal 
San Martín Castro, al referirse sobre el derecho procesal, expreso que es 
un conjunto de normas que regulan a la función jurisdiccional del Estado, 
con el objeto de aplicar las leyes, la organización del poder judicial así 
como su competencia, también hace referencia a la actuación que tiene 
el juez, como los sujetos procesales. (San Martín Castro, 2014, p.3).  
 
Entonces, el derecho Procesal Penal –como mecanismo de control 
social- para el tesista “es el instrumento que regula la actividad de las 
partes procesales. Es decir, determina el camino a seguir si comete un 
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ilícito penal, y a la vez funciona como garantía del ciudadano ante el poder 
del Estado que pretende sancionarlo”. 
 
2.2.2. Sistema procesal penal peruano 
En palabras de Ramiro Salinas Siccha, “(…) resulta fundamental y 
cuestión de primer orden, identificar cual es el tipo o modelo que lleva el 
código procesal penal, puesto que es fundamental conocer en qué medida 
se debe interpretar las normas procesales, teniendo las características de 
garantiza, acusatorio y adversarial. (Salinas Siccha, 2014, p.20).  
 
Esto por los siguientes motivos:  
- Acusatorio, ya que existe una marcada separación de funciones: así 
tenemos al Ministerio Público como órgano estatal encargado de recojo 
de pruebas de cargo, de la investigación y luego la acusación, mientras al 
acusado le corresponde ejercitar el derecho de defensa y al juez emitir las 
resoluciones judiciales conforme a las pruebas aportadas en el proceso. 
 
- Garantiza, por cuanto está el juez quien tiene que garantizar el desarrollo 
del proceso, dando la oportunidad a cada sujeto procesal para hacer uso 
del derecho de defensa que le corresponde. 
 
- Adversarial, por cuanto corresponde a las partes del proceso a 
argumentar su defensa de acuerdo al interés, asimismo, podrá utilizar los 
medios de defensa a fin de lograr su objetivo. La tendencia adversarial se 
observa con nitidez en las audiencias, tanto preliminares como de 
juzgamiento. 
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2.2.2.1. Sujetos procesales 
En la tarea de administrar justicia nos encontramos con dos términos: 
“partes” o “sujetos” procesales, que hasta la fecha no se ha llegado a un 
criterio unánime respecto a la denominación de las personas que 
intervienen en el proceso, pero por doctrina se conocen que son sujeto 
activo y sujeto pasivo, o imputado y agraviado. Y para ser objetivo Rosas 
Yataco afirma que el término adecuado es denominado como partes por 
el cual apoya en la existencia del debate contradictorio y bilateral. (Rosas 
Yataco, 2009, p.279).  
 
A ello agrega Gimeno Sendra, que “en el proceso penal a diferencia 
del proceso civil las partes no se distinguen por su legitimación material o 
la relación jurídica”. Esta idea, refiere que las partes sólo existe en el 
proceso penal iniciado por acción privada y en el proceso por acción 
pública solo sería parte el acusado, porque va ser de éste de quien se va 
dilucidar su libertad o posible responsabilidad penal; en el proceso penal 
son partes quienes solicitan la actuación del ius puniendi por parte del 
Estado, asimismo puede interponer acciones penales y también 
defendiéndose en contra de ella. 
 
Por el contrario, Oré Guardia nos dice que “modernamente, cuando 
se trata, del Juez, Ministerio Público, imputado, actor civil, tercero 
civilmente responsable, despejando la duda sobre el término partes sino 
más bien sujetos procesales”. 
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El ius puniendi, corresponde ser aplicado en el derecho procesal 
penal, por un lado, y por el otro se debe presumir la inocencia del 
imputado. (Oré Guardia, 2011, p.279 y 280). Lo cierto es que “en el 
desarrollo del proceso penal intervienen muchas personas así como 
órganos públicos independientes y dependientes, algunos con rol o papel 
trascendental, porque si faltase uno de los no se podría llevar el proceso”. 
 
Esta razón suficiente, apoyados en el código procesal penal en la 
sección IV del libro primero, en donde se da el término propio y que son 
sujetos procesales. Es así que la doctrina, de forma pedagógica, distingue 
a los sujetos procesales, esto de acuerdo al papel que cumplen dentro del 
proceso; así tenemos:  
- El Juez, secretarios, órganos de apoyo judicial y auxiliar. 
- El fiscal penal, la parte agraviada, el actor civil y la Policía Nacional. 
- El procesado, el abogado defensor, el tercero civilmente responsable. 
(Oré Guardia, 2011, p.282). 
 
A continuación pasaremos a describir a los principales sujetos 
procesales, que van a tener participación en la Etapa de Juicio Oral, 
haciendo esta discriminación, por ser esta etapa procesal sobre el cual 
recae la presente investigación.  
 
2.2.2.2. Ministerio Público 
Siendo un órgano autónomo e independiente, reconocido por la 
constitución política del Estado peruano, su función más importante es la 
de promover la acción penal, defender la legalidad y los intereses 
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públicos; para esto el ministerio público tiene autonomía funcional por lo 
que exige que se cumpla el derecho positivo. 
 
Esto garantiza la no intervención de ningún poder Estatal en la 
persecución penal y que el actuar del fiscal solo está sujeto a lo ordenado 
en la normatividad y en la Constitución.  
 
Bayterman, afirma y conforme al código procesal penal, que el 
ministerio público es un ente encargado de la investigación, de la 
acusación, por ello que son responsables de probar en un proceso la 
responsabilidad objetiva del imputado, así también tiene facultades para 
negociar o simplificar el proceso, a más de ello tiene la facultad de control 
de la legalidad en todas las actuaciones de la Policía Nacional. 
(Bayterman y Duce, 2005, p.17).  
 
Su forma de actuar está prescrita en la Constitución (Constitución 
Política del Perú, art. 158°), en concordancia con lo expresado en el 
código procesal penal en sus artículos 60 al 66. Asimismo, el desarrollo 
de su labor está apoyado por el actuar de la Policía, que si bien es cierto 
no es parte procesal sí es un órgano auxiliar en el ejercicio de su labor 
(Código Procesal Penal art. 67° inc. 2).  
 
2.2.2.3.  Juez 
Entendemos por juez, como el funcionario estatal que ejerce el poder 
jurisdiccional, poder que lo hace actuar como tercero imparcial en una 
contraposición de pretensiones y por ende para solucionar conflictos 
jurídicos penales, por su alta majestad, esa persona que va a resolver un 
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proceso judicial, aplicando la justicia donde debe estar,  dando seguridad 
jurídica al caso concreto. 
 
La potestad de administrar justicia, emana del pueblo, con respecto 
a la constitución y las leyes inferiores, esto corresponde al Estado de 
derecho conforme lo detalla el artículo 138 de la Constitución Política del 
Estado Peruano, además el juez es el que garantiza a llevar a cabo el 
proceso respetando el principio del debido proceso y a más de ello 
respetando los derechos fundamentales. (Bayterman y Duce, 2005, p.18).  
 
2.2.2.4. Agraviado 
Se conoce al agraviado, como la persona directamente perjudicada con el 
actuar delictuoso y por ende en la resolución del proceso espera un 
pronunciamiento respecto a la forma en que se va a resarcir el daño 
ocasionado en su agravio; por eso el artículo 98° y siguientes del Código 
Procesal Penal, le faculta a que acuda al Juez de Investigación 
Preparatoria a fin de que ejerza su derecho de defensa tan igual como los 
otros sujetos procesales. Asimismo, es necesario aclarar que no siempre 
va ser sobre quienes recayeron los hechos materia de investigación, sino, 
la persona a quien se perjudicó con ese actuar.  
 
El código procesal penal, de alguna forma reconoce el derecho del 
agraviado, además que le permite participar para exigir la reparación civil 
y reconocerle ciertos derechos como a ser informado de las actuaciones 
donde ha intervenido, conocer el resultado del proceso, a ser escuchado 
antes de cada decisión, también a que sea respetado por todas las 
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autoridades así como los integrantes del grupo familiar. (Bayterman y 
Duce, 2005, p.21).  
 
2.2.2.5. Imputado 
Se tiene conocimiento que imputado, es la persona natural contra quien 
se dirige la imputación de la comisión de un ilícito penal. A diferencia del 
anterior sistema inquisitivo, el actual sistema con rasgos garantistas -y con 
la vigencia del debido proceso-, al imputado ya no se le ve como la parte 
denigrante del proceso, por el contrario se le ve como un miembro de la 
sociedad que es considerado inocente mientras no se demuestre lo 
contrario, y en consecuencia se debe respetar tanto su dignidad como sus 
derechos consagrados. Asimismo, desde la primera citación se garantiza 
la presencia de su defensa técnica a través de su abogado defensor.  
 
ROSAS YATACO, conceptúa al inculpado como “la parte pasiva 
necesaria del proceso penal, que se ve sometido al proceso y se ve 
amenazado en su derecho a la libertad, al imputársele la comisión de 
hechos delictivos con la posible imposición de una sanción penal en el 
momento de la sentencia” (Rosas Yataco, 2004, p.304 y 305).  
 
2.2.2.6. Tercero civilmente responsable 
La doctrina nos indica que es una persona extrajudicial que tiene que 
responder sobre las consecuencias de la Comisión de un delito, a pesar 
de su no participación en ella, la forma de actuar y su legitimación se 
encuentran prescritas en los artículos 111 ° y siguientes del Código 
Procesal Penal. 
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2.2.3. La prueba 
Conforme lo detallan varios tratadistas, la prueba es toda clase de 
documentos u objetos, que sirve para probar hechos ocurridos, verificar 
con indicios o evidencias la Comisión de delitos, su perpetración, 
identificar el objeto del delito, todo esto conforme a los elementos de 
convicción que aportan las partes y la investigación del fiscal, por lo que 
es necesario recabar pruebas con arreglo a ciertas garantías. 
 
2.2.3.1. Elementos de la prueba 
a.- Verificación.- La prueba no consiste en averiguar sino en verificar los 
hechos realizados por la Comisión de un delito, por lo que es importante 
verificar si los hechos cometidos han sido ocurridos mediante la acción u 
omisión de alguna persona a fin de sacar provecho de ella o perjudicar a 
otra; es decir, constituye a la etapa de investigación preliminar bajo la 
dirección del ministerio público, con ello se verificará si los hechos 
ocurridos corresponden a la responsabilidad de sus autores. 
 
b.- Diferencia entre medios de prueba y elementos de prueba.- Existe 
diferencia notable entre los medios de prueba y los elementos de prueba 
por lo que es necesario hacer una distinción entre ambos institutos 
procesales y también en los actos de investigación y los actos de prueba. 
 
Entre los medios de prueba corresponde a buscar algunos 
elementos que puedan entrar al proceso para acreditar el delito y la 
responsabilidad, en cambio los elementos de prueba constituye la forma 
objetiva, cierto improbable de la comisión de un hecho delictivo. La 
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doctrina expresa la existencia de dos figuras trascendentales, por un lado 
asegura el conocimiento del juzgador en base a medios objetivos, 
racionales, o sea, en forma directa y que proporciona el conocimiento 
directo de los hechos más no algunas intenciones o especulaciones, y el 
otro. Trascendental es la formación de convicción hacia el juez que 
conozca lo realmente sucedido respetando la constitución interna y demás 
normas legales. 
 
c.- Diferencia entre Actos de prueba y actos Investigación.- Los 
actores principales en una investigación, de por medio está el ministerio 
público a esto se suma la Policía Nacional, y todo está controlado por el 
juez de garantía, ese sí que el ministerio público tiene por función obtener 
todos los elementos de prueba que deben ser utilizados para verificar los 
hechos ocurridos durante el juicio, todo esto se debe hacer con cierta 
probabilidad, en cambio los actos de prueba son todos aquellos que 
realizan las partes del proceso con el objeto de incorporar algunos 
elementos probatorios y éstos que puedan ser susceptibles de verificación 
de los hechos. 
 
Para ver de cerca la diferencia que existe entre estos dos institutos 
jurídicos, puedo mencionar algunos elementos con los cuales esclarecerá 
varios puntos importantes: 
 
a.- La oportunidad.- En la realización de la investigación, se tiene que 
tomar en cuenta que los actos de investigación son realizados durante la 
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etapa, muy diferente en cuanto a los actos de prueba que estos se 
desarrollan en el juicio oral. 
 
No obstante, afirmar que la prueba, propiamente dicha, sólo tiene 
lugar en el juicio oral, no implica desconocer que existe una actividad pre 
procesal que comienza inclusive con la noticia criminal y todo el conjunto 
se ve dirigido a conseguir los elementos de prueba para luego introducir 
al proceso. 
 
Por el contrario, los actos de prueba tienen por objeto incorporar 
los elementos de prueba tendientes a verificar las proposiciones de hecho 
de las partes y luego ser discutidos en el juicio oral. 
 
b.- Los sujetos procesales.- Los actos de investigación son, en primer 
término, los actos realizados por el Ministerio Público, la Policía y las 
corroboradas por la parte agraviada, sin embargo, se puede mencionar y 
conforme a la norma procesal penal que son los fiscales quienes dirigen 
la investigación con ayuda de la Policía Nacional, es decir, que los actos 
de prueba los cuales incorporan al juicio oral corresponde a las partes o 
sujetos procesales. El sistema penal actual en nuestra ciudad, 
corresponde al sistema empresarial por cuanto el debate contradictorio 
corresponde a los sujetos procesales, son estos que deben probar las 
afirmaciones de hecho que fundamentan sus pretensiones de condena o 
absolución, pero no ordenar pruebas de oficio reemplazando la actividad 
probatoria del fiscal penal. En forma excepcional la norma adjetiva da la 
posibilidad de realizar actos de prueba, llamados prueba de oficio, que 
corresponde al juez ordenar algunas pruebas siempre que las ofrecidas 
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por las partes no guarden convicción, esto, si bien es cierto se respeta el 
principio contradictorio, sino también el juez puede ordenar las pruebas 
de oficio que a la larga habrá una inclinación hacia alguna de las partes 
del proceso lo que trae consigo alguna duda respecto a la imparcialidad 
del juez., por ejemplo en la facultad que se le reconoce a sus miembros 
para formular preguntas al testigo o perito con el fin de aclarar sus dichos, 
pero es irregular que se ordene pruebas de oficio para ver la 
responsabilidad del acusado, porque se estaría recortando el derecho del 
reo a que la duda le favorece. 
 
c.- La finalidad.- Todo acto de investigación, como los actos de prueba 
tienen por finalidad producir certeza en el juez de los hechos ocurridos 
conforme al recojo de elementos que determinen la identificación del tipo 
penal y la responsabilidad de los acusados. 
  
d.- La imparcialidad del juez.- Es definida como la ausencia de perjuicios 
a favor o en contra de una de las partes o en relación con la materia sobre 
la cual deberá decidir o como ausencia de prejuicio o parcialidades. 
 
e.- La independencia.- Corresponde a la actividad que realiza el juez con 
criterio de conciencia y conforme a la actividad probatoria realizada por 
los sujetos del proceso, todo esto en forma independiente sin que exista 
injerencia de superiores o terceros. 
 
El juez, ejerciendo su función de sentenciador, debe de demostrar 
la independencia absoluta en sus decisiones que tome, conforme a las 
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pruebas aportadas por las partes, a la acusación del fiscal, a la defensa 
del imputado 
 
2.2.4. Principios de sistema procesal 
El proceso penal está lleno de principios que se debe respetar, siendo la 
matriz de una doctrina, el ente rector de toda la institución jurídica, como 
veremos adelante. 
 
2.2.4.1. El principio inquisitivo 
Dentro de los Principios del Sistemas Procesal, existe dos grandes 
sistemas que orientan el desarrollo dentro de un proceso y nuestro 
ordenamiento jurídico procesal adopta los dos, tenemos primero al 
Sistema Inquisitivo, que da al juez la potestad de orientar y dirige el 
proceso inclusive la actividad probatoria, y conforme opina Hernando 
Devis Echandía el principio inquisitivo otorga al juez facultades amplias en 
cuanto a la dirección del proceso y la realización de la actividad probatoria 
y estas comprenden: 
 
a.- La función de investigar la verdad por todos los medios legales a su 
alcance.- Es decir, como director del proceso, puede hacer las 
investigaciones del caso para llegar a la verdad, ordenar los medios de 
prueba que vea por conveniente para el esclarecimiento de los hechos. 
 
b.- La facultad para introducir de oficio pruebas al proceso.- Este Principio 
inquisitivo le da esta facultad para que de oficio ordene pruebas, y en 
nuestra legislación no existe impedimento para unas y otras pruebas, 
todas las que vea que son necesarias las puede hacer. 
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c) La dirección con iniciativas personales, en todo tipo de procesos.-  
Siendo que estas características estuvieron presentes históricamente en 
todo tipo de procesos. (ECHANDÍA, 1965). 
 
Es decir, como director del proceso, puede hacer las 
investigaciones del caso para llegar a la verdad, ordenar los medios de 
prueba que vea por conveniente. 
Este Principio inquisitivo le da la facultad para que de oficio ordene 
pruebas, y en nuestra legislación no existe impedimento para unas y otras 
pruebas, todas las que vea que son necesarias las puede hacer. 
 
De la misma manera, aunque con distinto tono, Beatriz  
Quintero y Eugenio Prieto reconocen que el sistema procesal inquisitivo 
permite al juez promover de oficio el proceso, también le corresponde 
impulsar el proceso además de investigar y dirigir. (QUINTERO, 2000). 
En contraposición a este sistema, existe otro en el cual las partes tienen 
iniciativa probatoria que corresponde al principio dispositivo. 
 
Por todo esto, el principio inquisitivo, corresponde a la dirección del 
juez en el proceso penal, además implica la actividad probatoria de oficio 
que puede ordenar el juez para esclarecer hechos, y de esta forma llegar 
a la convicción; al respecto la doctrina ha establecido diferentes opiniones, 
por un lado están en contra del principio inquisitivo, y por otro lado están 
a favor, lo cierto es que se debe diferenciar las atribuciones que tiene tanto 
el juez penal como el ministerio público y evitar en todo caso que haiga 
usurpación de funciones. (ALVARADO , 1997). 
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Particularmente consideramos que las objeciones al sistema 
inquisitivo son sobre todo de índole ideológica y corresponden en cierta 
medida a una forma de llevar un proceso bajo ciertas injerencias por parte 
del juez. Donde el juez llega a ser parte en un proceso, porque quiera o 
no al ordenar una prueba de oficio favorecerá a una de las partes, 
poniéndose de lado a una parte, este hecho trae como consecuencia una 
duda sobre su imparcialidad que es propio de un juzgador. Por ello, el 
sistema inquisitivo confiere al juzgador, facultades de dirección e impulso 
de oficio del proceso, lo que supone la iniciativa probatoria de aquél 
(pruebas de oficio), y dejando de lado el derecho y la iniciativa de las 
partes, la libertad con que cuentan los justiciables para poder ofrecer sus 
medios de prueba. 
 
Para Morales Molina, en relación al principio inquisitivo, se refiere 
a las facultades de investigación del órgano jurisdiccional, es decir, en la 
actividad oficiosa en la prueba, (…) que implica no sólo en que deba 
decretar toda prueba que estime necesaria para el esclarecimiento de la 
verdad, sino intervenir en la producción de los medios probatorios que las 
partes han solicitado, a fin de que sean útiles al fin perseguido por el 
proceso”. (MORALES, 2002). 
 
Es discutida la potestad del magistrado de intervenir en la 
producción de la prueba, afirmándose que todo juicio obedece a un interés 
privado que da lugar a que los justiciables se ocupen de impulsarlo o no, 
de suministrar los medios probatorios que estimen adecuados al 
esclarecimiento de la Litis; y que las pruebas ordenadas oficiosamente por 
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el Juez son indefectiblemente perjudiciales para una de las partes lo que 
atenta contra el principio de igualdad. 
 
En consecuencia, en cuanto a la actividad del Juez debiendo éste 
emitir su fallo en base a las conclusiones que extraiga de las pruebas 
aportadas por las partes pues ello garantiza su imparcialidad al juzgar y 
no así cuando actúa pruebas de oficio que por cierto a alguna de las partes 
favorecerá, lo que trae una inseguridad jurídica. 
 
La facultad oficiosa del Juez en cuestión probatoria bien puede 
extenderse a los medios de probanza ofrecidos extemporáneamente por 
los sujetos procesales. Esto no significa la admisión fuera de tiempo que 
la ley prohíbe sino la orden de actuar pruebas que el Juez llegó a conocer 
por haber sido ofrecidas sin éxito por el interesado. Además, no existe 
impedimento alguno para que las partes no puedan solicitar al Juez la 
actuación de alguna prueba de oficio. 
 
2.2.4.2. El principio dispositivo 
El tratadista Montero, al referirse sobre el principio dispositivo, se refiere 
sobre la naturaleza privada que tienen las partes en un proceso porque 
son titulares del derecho, con plena autonomía de la voluntad y ejerciendo 
el derecho de libertad. (MONTERO, 1999, 232); y en efecto, lo que 
corresponde a la actividad probatoria, debe ser netamente por 
participación de los sujetos procesales, en tratar de probar la 
responsabilidad del sujeto activo o también desvirtuar toda acusación con 
pruebas idóneas ofrecidas por las partes del proceso. 
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Con mucha razón Juan Montero Aroca, al tratar sobre el principio 
dispositivo, expone algunos elementos con los cuales se caracteriza como 
son la iniciativa de parte, es decir que sólo puede incorporarse pruebas al 
proceso a petición de parte, también debe determinarse el interés que 
tienen las partes en esclarecer los hechos, además que el órgano 
jurisdiccional debe ser congruente en el desarrollo del proceso. 
 
Según este sistema, las partes tienen en su poder el de investigar 
y ofrecer sus medios de prueba, el fiscal recabar información, evidencias 
para así acusar, en cambio, corresponde al juez el juzgamiento, o sea 
emitir finalmente la correspondiente sentencia ya sea condenatoria o 
absolutoria. 
 
Montero, hace una diferencia dentro del principio dispositivo, 
señalando que la diferencia radica en el principio dispositivo estricto y el 
principio de aportación de parte, lo cual considera que la aportación de 
parte está basada en el interés que tiene los sujetos procesales, mientras 
que el principio de aportación de parte corresponde al ingreso de pruebas 
idóneas para el esclarecimiento de los hechos. (MONTERO, 1991, 512). 
Por todo esto es que Montero explica sobre los elementos de aportación 
de los hechos y la aportación de la prueba, siendo la primera la 
determinación del objeto del proceso, del debate, de la prueba y como 
consecuencia implica la individualización, es decir el elemento subjetivo. 
 
Siendo el principio dispositivo el que corresponde a la actividad 
probatoria de las partes, el demandado podrá sustentar su resistencia y 
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por  último el tema de prueba que abarca los hechos afirmados por ambas 
partes, tanto del agraviado, el fiscal y el acusado. 
 
Esta distinción es de sustancial importancia, por cuanto de la 
delimitación de la estructura del principio de aportación de parte, depende 
a su vez la demarcación de la actuación probatoria de oficio, ya que el 
entrecruzamiento de ambos principios proporciona la base de los 
sistemas mixtos actuales. 
 
2.2.5. La facultad oficiosa de la prueba por el juez 
La facultad oficiosa del Juez de Juicio, está directamente relacionado con 
la garantía de imparcialidad que goza el juez, conforme lo expresa el 
artículo 385 del código procesal penal, sin embargo esta norma no respeta 
el debido proceso menos el principio de imparcialidad del juez, porque por 
un lado el juez ordena las pruebas de oficio para saber la Comisión del 
delito y la responsabilidad del imputado, con esto se dio el principio de 
Indubio pro reo, afectando el principio de tutela jurisdiccional efectiva y el 
debido proceso, reconocido en el artículo 139 inciso 3 de la Constitución, 
dentro de la cual se reconoce el derecho a un Juez independiente e 
imparcial. El Tribunal Constitucional, ha dicho que “El derecho a ser 
juzgado por un Juez imparcial constituye un elemento del debido proceso 
reconocido expresamente en el artículo 8 inciso 1 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, en concordancia directa con el 
artículo 14, inciso 1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos”. 
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Una manifestación de la imparcialidad objetiva del juez en el 
proceso penal acusatorio es, precisamente, la separación de las funciones 
de instrucción y juzgamiento. Al respecto la corte constitucional de 
Colombia ha establecido algunos instrumentos para garantizar la 
imparcialidad del juez, y entre estos argumenta que el funcionario que 
instruye no juzga, es decir en nuestro caso el ministerio público es el que 
investiga, mas no puede juzgar que esto corresponde al juez, también 
expresa que el juez es un tercero imparcial y que busca la justicia material 
por lo tanto no le corresponde la investigación, y por último mencionar que 
la fiscalía tiene la carga de la prueba, por lo tanto con todo esto se 
garantiza que el juez sea neutral. 
 
Es esta la razón, por la cual al juez no le corresponde la actuación 
de pruebas de oficio, porque pone en peligro el principio de imparcialidad 
con el que goza, más bien la investigación corresponden netamente al 
fiscal penal. 
 
(CAFFERATA NORES, 2008), nos orienta que, respecto a la 
función del Juez, en el proceso penal acusatorio y que la exigencia 
expresa de "imparcialidad" ha hecho que el juez se dedique netamente a 
juzgar conforme se tiene a las pruebas aportadas en el proceso por las 
partes, mas no en investigar en forma oficiosa. 
 
Por su parte el gran jurista argentino doctor Víctor Vélez, refiere 
que el juez simplemente tiene que decidir, porque en este aspecto es un 
árbitro en un proceso, y que tiene como función velar por el cumplimiento 
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del debido proceso, y que se cumplan todos los plazos, asimismo velar 
por el cumplimiento de las garantías constitucionales en la defensa de sus 
derechos de los sujetos procesales. 
 
La doctrina nos indica que la imparcialidad con la que cuenta el juez 
debe estar demostrado por su actitud, por el cumplimiento de su  función, 
y por estar a cargo de un órgano del Estado que administra justicia por lo 
tanto inspira confianza en los tribunales y en los ciudadanos de una 
sociedad democrática, donde de por medio está el debido proceso. 
(JAUCHEN, 2012). 
 
Cafferata, hace referencia a que la imparcialidad de cualquier juez 
o tribunal se verá afectada cuando se le permita (o se le imponga la 
obligación de) investigar para procurar dar oportunidad a las partes para 
que realicen su defensa frente a la acusación hecha por el ministerio 
público, – por eso se afirma que la imparcialidad es la condición de 
"tercero" del juzgador, es decir, la de no ser parte, ni estar involucrado con 
los intereses de éstas, ni comprometido con sus posiciones ni tener 
prejuicios a favor o en contra de ellos; y la actitud de mantener la 
imparcialidad durante el proceso, la distancia entre la acusación y la 
hipótesis del imputado, esto corresponde a la injerencia, neutralidad que 
tienen todo juez de un caso concreto. (CAFFERATA, 2008). 
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2.2.6.  Principios generales de la prueba 
2.2.6.1.  Principio de eficacia jurídica y legal 
La prueba debe de ser válida jurídicamente para formar en el Juez 
convicción sobre los hechos debatidos en el proceso, por ello, se afirma: 
“… Es ineficaz la prueba  que carece, por mandato legal, de poder 
demostrativo para acreditar ciertos hechos o actos, aun cuando sean 
pertinentes…” (CARDOSO, 1979, 29). Tiene razón al mencionar que toda 
prueba debe de ser válida jurídicamente, es decir que tenga certeza y sea 
verosímil, capaz de probar las alegaciones de las partes en proceso. Por 
su parte si una prueba es ineficaz, entonces carecerá de toda credibilidad, 
no tendrá el poder demostrativo que apoye a que un hecho sea cierto, por 
lo tanto no tiene validez jurídica. 
 
Para ALLORIO, citado por Capelletti, hace afirmación sobre el 
principio de Eficacia Jurídica de la prueba, y hace referencia sobre todas 
aquellas pruebas que son adquiridas dentro del marco legal, para que 
tengan validez, es así que reconoce que el principio de la libertad de 
convicción del Juez se aplica a las pruebas adquiridas al proceso dentro 
del respeto a la ley, no a aquellas que, si se hubiese tributado a la ley, la 
debida observancia, no habrían sido nunca incorporadas al proceso. 
(ALLORIO , 1972). 
 
2.2.6.2. Principio de prohibición de aplicar el conocimiento privado 
del juez sobre hechos 
Este principio, pone un límite al juez, pues este no puede aplicar su 
conocimiento privado sobre un caso, menos dar opinión adelantada sobre 
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las resultas del proceso, tampoco opinar si le parece bien o mal las 
actuaciones judiciales, o sobre los medios de prueba aportados por las 
partes, por cierto SOTO hace ver claramente cómo es que el juez pone 
en tela de juicio su poder cuando tiene su conocimiento privado influye en 
un proceso y dice: “… el conocimiento privado del Juez contraría el 
principio de la publicidad y la contradicción, impidiendo a la parte 
contradecir lo que el Juez tiene en la mente…” (SOTO, 1985, 51). 
 
Muchas veces, se ha mencionado que el conocimiento privado del 
Juez trae como consecuencia una cierta parcialización a una de las 
partes, pues ese conocimiento privado, hace ver al juez un proceso con 
cierta inclinación por ello que se decide a ofrecer pruebas de oficio, y lo 
más anecdótico que sabe perfectamente el Juez que esa prueba no será 
objeto de contradicción por ninguna de las partes, con lo que también 
contraría al principio de contradicción de las partes en un proceso. 
 
2.2.6.3. Principio de comunidad o adquisición de la prueba 
Las pruebas aportadas por las partes, son las que deben de tomarse en 
cuenta en el proceso y de acuerdo a su veracidad y pertinencia podrán 
ser tomadas en cuenta al momento de decidir, la intervención de Ubertone 
es bien acertada al referirse que al principio de adquisición procesal, las 
pruebas una vez aportadas al proceso (no antes),  son del Juez y las 
partes ya no pueden disponer de ellas, no importa quién pruebe, importa 
qué se prueba, siendo cierto todo esto. (UBERTONE, 1968, 101). En 
efecto, una vez aportadas las pruebas por las partes, esas ya se 
encuentran en el proceso y solamente el Juez ordenará su admisibilidad 
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o inadmisibilidad y dentro de ellas se tomará en cuenta cuales forman 
convicción para absolver o condenar al procesado. 
 
2.2.6.4. Principio de contradicción de la prueba 
Para el estudio del presente trabajo de investigación es un principio de 
suma importancia, pues nos hace ver cuáles son los límites de la 
actuación de las partes en un proceso, hasta donde tienen derecho los 
litigantes para poder contradecir una prueba determinada, por eso, Devis 
Echandía, afirma categóricamente que: “la parte contra quién se opone 
una prueba debe gozar de oportunidad procesal para conocerla y 
discutirla, es decir, que debe llevarse la causa con conocimiento y 
audiencia de todas las partes” (DEVIS ECHANDIA, 1984, 49). 
 
Este principio de contradicción de la prueba es recortado por el art. 
385 del Código Procesal Penal, al otorgar demasiadas facultades al juez, 
poniéndolo al juez como una parte más dentro de un proceso y limitar el 
derecho de las partes a no poder contradecir, impugnar, oponerse o 
tachar las pruebas de oficio, alegando que las pruebas de oficio ordenas 
por el juez son “irrecurribles”, este hecho es que viola principios 
fundamentales de todo proceso, tanto a las partes como ponen en duda 
la imparcialidad del juez, pues es motivo para reformular y corregir las 
anomalías cometidas por el legislador con respecto a este punto. 
 
En nuestro ordenamiento jurídico, uno de los Principios 
Constitucionales es el que nos expresa el art. 139 inciso 3 de la 
Constitución Política del Estado Peruano, al garantizar UN DEBIDO 
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PROCESO, entendido por un proceso a más de que sean puestas a 
conocimiento de las partes toda resolución judicial y otras más, y que las 
partes ejerzan su derecho contradictorio; sin embargo, en forma 
contraproducente el art. 385 del Código Procesal Penal limita ese 
derecho, al expresar que los medios oficiosos son “irrecurribles”, por eso 
Alberto Hinostroza hace expresión notoria sobre la lealtad que debe estar 
incurso dentro del principio contradictorio y dice: “El principio 
contradictorio se vincula al de lealtad porque no podría estar presente ésta 
de no caber la posibilidad de oponerse a la prueba del contrario”. 
(HINOSTROZA, 1998, 59). Por cierto, es leal el dar oportunidad a las 
partes a que se pronuncien respecto a las pruebas de oficio o de la otra 
parte, entonces que mejor debería ser que frente a una prueba oficiosa, 
las partes expresen sus fundamentos de validez o invalidez, para luego 
resolver por el juez y así se practicaría el principio constitucional el Debido 
Proceso, sin limitación alguna. 
 
2.2.6.5. Principio de la publicidad de la prueba 
La publicidad, es poner en conocimiento de las partes del proceso que 
medios de prueba se están actuando, que medios de prueba son ofrecidas 
por el fiscal y las ordenadas por el juez; es decir que se pone en 
conocimiento de todo acto sucedido en un proceso determinado, para 
cumplir el derecho de defensa que cada uno tiene, solo así se podrá 
contradecir uno u otro incluido la prueba de oficio, por eso Cardoso nos 
dice: “La publicidad de la prueba da lugar a que la parte contra la cual se 
presenta pueda contradecirla” CARDOSO, 1979, 36). Otro de los 
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principios fundamentales es la Publicidad, mediante ella las partes toman 
conocimiento de las pruebas y tiene o deberían tener la opción de 
contradecirlas con toda amplitud y sin ninguna limitación. 
 
2.2.6.6. Principio de imparcialidad del juez en la dirección y 
apreciación de la prueba 
La Dirección de la actividad de probanza, estando a cargo del fiscal penal, 
supone a no dudar la objetividad en el juzgador para el desarrollo de tal 
función, o sea, un comportamiento indagatorio y de búsqueda de la 
verdad, ya sea cuando dispone la actuación de una prueba de oficio, o 
cuando valora la misma. Al averiguar la verdad se podrá contar con los 
medios de prueba que aporten las partes y el fiscal, el juez con buen 
criterio y valoración de cada una de las pruebas emitir una sentencia justa, 
y con esto demostrar su imparcialidad. 
 
La imparcialidad del juzgador da origen a los institutos procesales 
de impedimento, recusación, excusación y abstención y si se ve que el 
juez ordenó pruebas de oficio, no solo para verificar las ya aportadas por 
las partes, sino para supuestamente crearse convicción, será motivo 
suficiente para que sea imparcial a que hace mención nuestro 
ordenamiento jurídico se ve desvanecida. 
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2.2.7.  Investigación del Ministerio Público 
2.2.7.1. Aspectos preliminares de la actividad del Fiscal Provincial 
Penal 
Nuestra legislación, respecto al Derecho Procesal Penal, ha diseñado 
funciones y atribuciones que corresponden tanto al Ministerio Público, 
como al Poder Judicial, en ambos casos con la autonomía e 
independencia que corresponde, siempre buscando agilizar la 
administración de justicia y que esta sea cierta, efectiva y oportuna y darle 
seguridad jurídica a los justiciables en la lucha por conseguir la justicia 
que tanto se anhela en una sociedad.  
 
El Nuevo Código Procesal Penal, pregona el principio acusatorio, y 
da facultades a las partes y propiamente al fiscal para que conforme a las 
pruebas obtenidas pueda acusar, llevándose a cabo una audiencia de 
acusación en la que pueden objetar contradecir las partes del proceso, en 
todo caso el fiscal es quien detenta la persecución penal pública y el juez 
quien se encarga de juzgar y de hacer ejecutar lo decidido mediante 
sentencia. 
 
Con la dación del Nuevo C.P.P, se cambia las funciones que 
anteriormente se tuvo, ahora el Fiscal es quién investiga desde un inicio 
del proceso penal, y el Juez es quién juzga conforme a la acusación 
vertida por el Ministerio Público, esto pertenece a un sistema garantista y 
acusatorio, donde se garantiza los derechos del imputado y que se 
desarrolle conforme a un debido proceso. 
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La función del Juez, es limitada a su actuación juzgadora y 
garantista, de ahí que se denomina como Juez de Garantías; claro está 
reservando el principio de jurisdiccionalidad y la imposición de medidas 
coercitivas y medidas limitativas o restrictivas de derecho. 
 
En tal medida, resulta adecuada y pertinente la atribución directriz 
de la investigación preparatoria a la figura del fiscal. Esta configuración la 
asume el nuevo Código Procesal Penal, en el inciso 1) artículo IV de su 
título preliminar, cuando establece lo siguiente: “El Ministerio Público es 
titular del ejercicio público de la acción penal en los delitos y tiene el deber 
de la carga de la prueba. Asume la conducción de la investigación desde 
su inicio”. 
 
La etapa preliminar es una fase fundamental en la investigación del 
delito, que el ministerio público está en posibilidad de recabar todas las 
pruebas necesarias, llamadas pruebas de cargo que están destinadas a 
probar el delito cometido por el imputado y la responsabilidad, en todo 
caso deberán de abstenerse de la persecución por el Estado, es por ello 
que se considera una etapa trascendental y más aún una activa 
intervención del fiscal.  
 
Es la etapa de investigación preparatoria la que abre la vía para 
llegar a la etapa de juzgamiento, en la medida que lo ejecutado y realizado 
en esta fase por el fiscal condicionará el contenido de su acusación, y de 
acuerdo a las pruebas obtenidas se va a delimitar las medidas restrictivas 
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de derechos o limitativas conforme lo establece el código procesal penal. 
(BACIGALUPO, 2002).  
 
En ese sentido, podemos definir a la investigación preparatoria 
como “la fase del procedimiento en la cual se realizan y ejecutan una serie 
de actos de coerción y de restricción, destinados fundamentalmente al 
recojo y acopio de pruebas”, por  que puedan sostener en la etapa 
intermedia la pertinencia de llevar a juzgamiento un caso que revela 
suficientes indicios objetivos de criminalidad, o en su defecto, “la 
imposibilidad de llevar a juzgamiento una causa que no se adecua con los 
elementos de convicción”. 
 
.Los actos de investigación son aquellos que “se realizan en la fase 
sumarial, o con anterioridad a la misma, pero con carácter preventivo con 
el fin de verificar las específicas funciones de esta fase del procedimiento 
penal”. 
 
La finalidad en esta etapa es de investigar las circunstancias, los 
móviles, el objeto del delito, identificar al presunto autor, a los 
participantes y a la víctima así como la existencia del daño causado; todo 
con miras a fundamentar la acusación o cualquiera otra decisión 
conclusiva; asimismo, se podrá establecer todos los aspectos del hecho 
delictivo, como las circunstancias, los lugares, identificar a los testigos, 
tomar las declaraciones, es decir todo acto, hecho o documento que 
pueda acreditar la comisión del delito y la responsabilidad del imputado. 
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2.2.7.2. Hecho delictivo y la participación del Fiscal 
La forma de tomar conocimiento del hecho delictivo por el fiscal es distinta, 
y puede ser por la denuncia del agraviado o sus familiares, por acción 
popular, por algún medio de comunicación escrita o televisiva, por la 
intervención de la Policía Nacional, en fin por distintos medios y lo que 
corresponde es que el fiscal tome las acciones inmediatas y empiece con 
la investigación preliminar. Se separa al Fiscal de la Policía y se establece 
claramente que a quien tiene que llegar la noticia criminal es al Ministerio 
Público. Por ello, si se entera la policía de los hechos, debe ponerlos en 
conocimiento del titular de la acción penal.  
 
La denuncia puede ser en forma escrita o verbal; en cuanto a la 
verbal se utiliza especialmente en los casos de Habeas Corpus y debe, 
necesariamente, levantando un acta de dicha denuncia ante la autoridad 
correspondiente y haciendo constar los detalles y circunstancias de la 
comisión del delito; además, debe ser suscrita por el denunciante y la 
autoridad que la recibe. El artículo 328º del Nuevo Código Procesal Penal 
reitera la posibilidad de que pueda plantearse por escrito o verbalmente, 
quién, además, debe colocar su impresión digital; si no puede firmar, 
basta la impresión digital; pero deberá dejarse constancia del 
impedimento. Si es verbal, deberá consignarse en un acta.  
 
La denuncia verbal  debe contener, además, una serie de 
elementos que son indispensables para que sea considerada como tal:  
 La relación de las circunstancias del hecho delictivo, con expresión 
de lugar, tiempo, modo e instrumento utilizados. 
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 La identificación del autor o autores, cómplices y de las personas que 
presenciaron los hechos.  
 
El fiscal debe realizar la ampliación por un tiempo razonable, para lo 
cual debe considerar dos tipos de criterios: 
a) Subjetivos, referidos a la actuación del investigado y del fiscal 
(inconcurrencia injustificada a las citaciones, ocultamiento o 
negativa de entregar información o el que se hayan realizado las 
diligencias idóneas. 
b) Objetivo, corresponde netamente a los hechos incriminados, que 
estos tengan relación directa con la participación de algunas 
organizaciones criminales, el grado de participación y 
colaboración de entidades involucradas en el hecho, la 
realización de exámenes o estudios especializados). (Doctrina 
jurisprudencial contenida en la STC. 2748-2010-PHC/TC). 
 
Consideramos que no sería razonable que la ampliación dispuesta 
por el Fiscal tenga como límite máximo el plazo previsto para toda la 
investigación preparatoria, esto es, 120 días u 08 meses, en todo caso, el 
límite máximo debe ser 120 días.  
 
2.2.7.3. Iniciativa de la investigación preparatoria  
Se puede definir la investigación preparatoria como un acto no 
jurisdiccional y unilateral del titular de la acción penal (fiscal) que determina 
el inicio de una investigación formal contra determinada persona, 
cumpliendo una función de garantía, puesto que permite al imputado un 
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conocimiento cierto de la imputación y comienza, inevitablemente el 
ejercicio de su defensa.  
 
Entre las opciones que tiene el ministerio público cuando tiene 
conocimiento de una noticia criminal, puede optar por varias posibilidades 
como son: 
 Realizar algunas diligencias de indagación en su Despacho. 
 Requerir a la policía para que realice las diligencias preliminares bajo 
su dirección, y de ello se elabora un informe.  
  Efectuadas las diligencias preliminares, el fiscal evaluará los 
requisitos de procedibilidad, siendo posible que adopte las siguientes 
determinaciones:  
 El fiscal dispondrá la no procedencia de formalizar investigación y 
como consecuencia el archivo del proceso, cuando del estudio 
realizado vea que existen causa de extinción de la acción penal, que 
el hecho no es delito y que no sea justiciable penalmente. 
 Si el agraviado o denunciante no está de acuerdo con la decisión del 
Fiscal de archivar las actuaciones o reservarlas provisionalmente, 
requerirá al Fiscal para que se eleve el caso al fiscal superior dentro 
de un plazo de 05 días. 
 
La norma adjetiva penal nos indica que ante la decisión del archivo 
de la denuncia, el fiscal está impedido de promover una investigación 
preparatoria por los mismos hechos, salvo que existan nuevos elementos 
de prueba. En este sentido se pronunció el Tribunal Constitucional 
peruano, que indicó que si bien las decisiones de la fiscalía no están 
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revestidas de la calidad de cosa juzgada, sin embargo, cuando existan 
elementos de prueba razonables de la comisión del delito, el fiscal podrá 
reabrir la investigación. (STC. Nº 2725-2008-HC/TC) 
 Si, de acuerdo con el artículo 336º del nuevo Código Procesal Penal, 
el Fiscal tiene indicios reveladores de la existencia del delito, haya la 
concurrencia de los elementos de procedibilidad, en este caso el fiscal 
podrá formalizar la investigación preparatoria. 
 
A decir de Duce y Riego, esta decisión es fundamentalmente de 
carácter estratégico, dado que ofrece el Fiscal la posibilidad de obtener 
autorizaciones judiciales para medidas o diligencias que suponen una 
restricción importante de los derechos del imputado. 
 
2.2.7.4. El nuevo modelo procesal penal y la investigación 
preparatoria 
2.2.7.4.1. Aspectos generales 
La investigación es la primera etapa del proceso y está dirigida a reunir 
los elementos de convicción necesarios para establecer la existencia del 
delito y la responsabilidad. Es la etapa de preparación para el ejercicio de 
la acción penal se caracteriza principalmente por la búsqueda de 
evidencia y la preparación de medios de prueba de cargo y de descargo. 
En el juzgamiento, en cambio, predomina la actividad de control, debate y 
valoración.  
 
Los colombianos Cadavid Botero y Bedoya Sierra (2007) sostienen 
que es una fase de fortalecimiento compuesta de una sucesión de actos 
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que se despliegan con la finalidad de recabar los elementos de convicción 
y en su momento el juez pueda determinar el grado de responsabilidad 
del procesado. 
 
Eugenio Florián (1936), al respecto expresa que el objeto recoger 
el material para determinar en forma aproximada si el hecho constituye 
delito además de la responsabilidad del autor, además de una serie de 
actos consecuentes, todos ellos con la utilización del método de análisis. 
 
Manzini, desde una concepción publicista del proceso penal, la 
define como el conjunto de actos llevados a cabo por la autoridad judicial 
o por orden de ella, que se dirigen a averiguar por quién y cómo se ha 
cometido un determinado delito y adquirir cualquier otro elemento 
necesario para la comprobación de la verdad, y se lleva a cabo antes del 
debate. Este el concepto que correspondería a la instrucción en el sistema 
procesal que abandonamos, que confundía las funciones de investigación 
con las jurisprudenciales.  
 
 2.2.7.4.2.  Características de la Investigación Preparatoria 
 Es dirigida o conducida por el Fiscal  
Debido a que el Fiscal es el titular de la carga de la prueba, le corresponde 
conducir esta etapa, puesto que debe indicar el hecho de suministrar sus 
evidencias que sean posibles para derrumbar el principio constitucional 
de inocencia que goza del imputado. El Fiscal dispone de la actuación de 
diligencias conducentes a esclarecer los hechos por sí mismo o a través 
de la policía. Además, puede requerir el apoyo técnico y de otras 
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autoridades o funcionarios. Nuestro Tribunal Constitucional ha 
establecido, como límite, que la actuación fiscal se rige por un principio de 
proscripción de la arbitrariedad, es decir que no sea desproporcionado, ni 
que se realice fuera de los alcances de la ley. 
 
La actuación del fiscal también está guiada por su deber de 
objetividad que se consagra en el Título Preliminar del Nuevo Código 
Procesal Penal, y que en términos prácticos se traduce en tener en cuenta 
la evidencia de descargo para construir, corroborar o descartar sus 
hipótesis, o el descubrimiento que haga sobre ella en el momento que 
considere adecuado. 
 
 Es de carácter reservado 
Sólo quienes intervinieron en el proceso pueden conocer todo lo que 
ocurre en la investigación, pero no los extraños, sin embargo la ley permite 
la igualdad de armas, es decir, que cada parte tiene las mismas 
oportunidades. Se permite que en cualquier momento las partes puedan 
obtener copia simple de las actuaciones efectuadas para efectos de la 
defensa.  
 
La investigación no está al alcance de todos, puesto que la 
publicidad podría afectar el éxito de la investigación. Por esa misma razón 
se autoriza al Fiscal a disponer que se mantenga en secreto algún 
documento o actuación por un plazo de veinte días, plazo que puede ser 
prorrogado en caso que el fiscal lo solicite, y el juez acepte.  
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 Posibilita acercarse a la responsabilidad 
En esta etapa no se ejecuta actos de prueba, sino sólo de investigación. 
Estos actos permiten sustentar la imputación y algunas decisiones del 
proceso como la limitación de derecho o medidas de protección. No tiene 
valor para generar certeza o convicción y sustentar una sentencia.  
 
 Tiene un plazo 
a) Procesos que no son complejos. El plazo de la investigación 
preparatoria será de ciento veinte días naturales. Por causas 
justificadas puede prorrogarse hasta por sesenta días, por una sola 
vez. 
b) Procesos que son complejos.- Son aquellos que requieren una 
cantidad significativa de actos de investigación o comprendan 
numerosos delitos, pluralidad de imputados o agraviados, que 
involucren a integrantes o colaboradores de bandas u organizaciones 
criminales, o que importen la realización de pericias que impliquen la 
revisión de técnicos. 
 
 Desarrollo de la audiencia preliminar  
Una novedad del Nuevo Código Procesal Penal es la introducción de la 
oralidad y la contradicción durante la primera fase del proceso mediante 
la realización de las audiencias preliminares, que constituyen el escenario 
para la adopción de decisiones judiciales que implican control de ciertos 
presupuestos legales. 
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Como señala Duce y Riego, el carácter oral del nuevo proceso no 
importa solo el establecimiento de un juicio oral como etapa central del 
mismo, sino también que el juez tome las decisiones adecuadas, y según 
a la sucesión de audiencias y la intervención oral de los defensores que 
en muchos casos se puede contrarrestar al fiscal. 
 
Oralmente se debatirá y resolverá en ellas los siguientes:  
La intervención del ministerio público como de la defensa del imputado, 
se resolverá en forma inmediata a pedido en forma oral, sobre los medios 
de defensa, nulidades de competencia entre otros más, es decir toda 
clase de actividad que permita que sea transparente la investigación. 
Tal vez la excesiva formalidad que se otorga a estos actos 
procesales hace que se pierda de vista que estas audiencias deben ser 
bastante sencillas, dinámicas y breves. Los jueces de investigación 
preparatoria asumen un rol de director de debates y, realizado el 
intercambio de información entre los involucrados, debe decidir.  
 
El juez de la Investigación Preparatoria instala la Audiencia y 
primero concede la palabra a la parte que hizo el requerimiento, a fin de 
que exponga brevemente su petición y sus fundamentos, para luego, dar 
la palabra a la contraparte para que presente sus argumentos; luego, 
decide en el mismo acto o dentro del plazo establecido. El Juez debe 
cuidar que la audiencia no se extienda innecesariamente o que se 
convierta en una anticipación del juicio oral, mini juicio o prejuicio.  
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2.2.8. Visualización de los elementos de convicción y acusación por 
el ministerio público 
En la legislación anterior se dejaba a criterio del Juez Penal decidir en qué 
momento estaba terminada la instrucción, siempre y cuando se tuvieran 
elementos suficientes que identifiquen la comisión del delito y por otra 
parte la responsabilidad del imputado, mientras que en nuevo código 
procesal Penal, la investigación corresponde al Fiscal y el Juzgamiento al 
Juez. 
 
Con el nuevo ordenamiento procesal penal, existe una audiencia 
de control de plazos, por el cual el fiscal está obligado a cumplir la 
investigación dentro del plazo establecido en la ley, y en caso que no haya 
cumplido la investigación, podrá solicitar una ampliación y si tampoco 
cumple con realizar la acusación. Es esta la razón, por la que se debe 
controlar que las diligencias se lleven dentro del plazo establecido y no se 
extienda en perjuicio del imputado porque tiene el derecho a ser juzgado 
en un plazo razonable y a la transformación de las medidas de cautela en 
anticipos de condena, así como el que el sistema de justicia penal se 
deslegitime ante la opinión pública. 
 
En el desarrollo de esta Audiencia se advierte diversos problemas, 
entre ellos, si los plazos deben ser observados con rigidez. La Sala Penal 
Suprema en la Casación Nº 02-2008, La Libertad, indicó que se trata de 
un plazo legal (no sujeto a discrecionalidad), previsto tanto para las 
diligencias en etapa preliminar como en etapa de investigación 
preparatoria. El plazo previsto para ésta última se computa desde la 
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comunicación que se realiza de la formalización de la investigación al Juez 
de la Investigación Preparatoria conforme lo señala el artículo 143.2 del 
Código Procesal Penal. 
 
La acusación directa es un mecanismo de aceleración del proceso 
que permite llevar adelante un proceso común sin tener que realizar una 
etapa de investigación preparatoria. A través de este mecanismo el Fiscal 
puede formular acusación en base a lo actuado en las diligencias 
preliminares, es decir, con el informe policial, puesto que cuenta con 
elementos suficientes de convicción, además de observar las condiciones 
de punibilidad. 
a) Una vez concluida la investigación, el fiscal podrá formular el 
requerimiento de acusación, siempre y cuando se cumpla con las 
formalidades de la investigación además de ello identificar al 
presunto imputado, analizar los elementos probatorios, establece la 
pena probable conforme al tipo penal, determinar el monto de dinero 
por concepto de reparación civil y también ofrecer todos los medios 
de prueba. 
b) El derecho de defensa es salvaguardado por el hecho que la 
acusación debe ser notificada a efectos del control formal y material 
que puedan realizar las partes.  
c) Si la víctima desea constituirse en actor civil podrá hacerlo antes de 
que concluyan los diez días de plazo otorgados por la ley procesal 
para que se realicen las observaciones del caso. 
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2.2.8.1. El sistema acusatorio 
En la legislación actual, así como en las anteriores, el proceso penal está 
sistematizado, ordenado, bajo un conjunto de principios entre estos están 
el dispositivo y el inquisitivo pues de por sí existe un tercero que está a 
cargo de emitir una resolución final en forma imparcial, sin embargo, nos 
damos cuenta que en cierta medida prevalece el principio inquisitivo el 
cual, que a pesar que Montero Aroca afirma que este sistema nunca sea 
realizado sin embargo de lo expresado en la ley adjetiva penal nos damos 
cuenta de que el juez utilizando el principio inquisitivo, puede ordenar 
pruebas de oficio con las cuales pone en riesgo el principio de 
imparcialidad que toda sociedad espera. 
2.2.8.2. Características esenciales 
Entre las características esenciales que presenta el sistema acusatorio, 
podemos mencionar las siguientes: 
- Qué tanto el agraviado como el ministerio público están en la capacidad 
para presentar los medios de prueba de cargo y con ello tener fundamento 
para plantear la acusación. 
- Se pone en práctica el principio de contradicción, por cuanto cada parte 
tiene el derecho de participar, observar, contradecir las pruebas aportadas 
por la otra parte. 
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2.2.9.  Doctrina sobre el debido proceso y criterios de la 
jurisprudencia 
Conforme nos dice la doctrina, respecto al proceso, que es un conjunto de 
fases o etapas sucesivas, una secuencia de actividades a realizar, todas 
ellas con la finalidad de investigar sobre la responsabilidad de un acto 
delincuencial, y una pena que corresponda sobre el delito imputado, para 
esto se debe cumplir con ciertos parámetros que la ley establece, sólo así 
se cumplirá el debido proceso que todo justiciable anhela. 
 
En todo proceso la actividad a realizar, de ser adecuada para 
alcanzar el fin propuesto; si lo que se pretende es obtener la solución de 
un conflicto, lo primero que tenía que hacer el juez es oír a los 
contendientes, es decir, a la parte agraviada, al Ministerio Público y a la 
defensa del acusado, atender sus razones y esto es un principio de 
proceso, porque si no se les escucha, si no se atiende sus razones de uno 
y otro, no se puede conocer cuáles son el grado de responsabilidad que 
tiene el acusado conforme a las pruebas de cargo aportadas por el fiscal 
y la parte agraviada. 
 
El juez, para poder dar una adecuada solución al caso en conflicto, 
debe de apreciar con criterio de conciencia los medios probatorios, las 
alegaciones de ambas partes, del Ministerio Público, sin pretender 
favorecer a alguna de las partes, sino darle la mejor solución a quién 
realmente tiene razón y derecho. 
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La secuencia rígida de un proceso tiene como finalidad el 
cumplimiento de un acto por alguno de los sujetos esenciales que 
intervienen en el proceso, pone a los otros dos en la necesidad de cumplir 
su parte. Cada acto se agrupan en partes que también concatenadas y a 
su vez cada una de ellas, con su finalidad propia, como podemos analizar 
 
2.2.10. La prueba de oficio en la legislación comparada 
No sólo en nuestra legislación se presenta el sistema inquisitivo, respecto 
a la ordenanza de las pruebas de oficio por el juez penal superior, sino 
este hecho se presenta en otras legislaciones comparadas en diversas 
formas como se ha podido encontrar en unas con mucha amplitud y otras 
recortadas. 
 
2.2.10.1. Colombia 
En la legislación colombiana, se presenta la prueba de oficio en el artículo 
361 de la ley 906, donde en etapa de juicio permite que el juez ordene las 
pruebas de oficio, pues este hecho considera la doctrina colombiana de 
que es un desequilibrio para las partes y que corresponde a un retroceso 
al debido proceso, tomando en cuenta que se está en un sistema 
acusatorio, adversarial y cada parte del proceso cumple su función como 
es el ministerio público. 
 
2.2.10.2. Francia 
Se practica la prueba de oficio ordenada por el Juez, frente a todos los 
medios de prueba legalmente admisibles, sin embargo, no expresa que 
medios son admisibles y que otros medios no lo son, pero se refiere en 
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forma genérica, más no refiere si éstos pueden ser o no materia de 
impugnación, a fin de que sean revisados, dar oportunidad al principio de 
contradicción de las partes, como se verá el art. 10 del Código de 
Procedimientos Civiles, en forma expresa reza lo siguiente: 
 
Art. 10 del C. de P.C. de Francia: “El Juez, tiene el poder de ordenar 
de oficio todos los medios de instrucción legalmente admisibles”. 
 
Lo cual nos parece muy radical y autoritario 
 
2.2.10.3. Suiza 
Se nota a todas luces la diferencia que existe entre el nuestro y el de 
Suiza, siendo más liberal en cuanto a la prueba de oficio y lo mejor es que 
son impugnables, es por ello que en Suiza, en el Art. 37 de la Ley Procesal 
Federal de 1947, expresa lo siguiente: “El Juez puede disponer prueba 
que no emane de las partes”, con esta norma, se da gran potestad al juez 
a fin de que disponga medios de prueba de oficio que las partes no hayan 
ofrecido, sin embargo lo más resaltante es que, se deja a salvo el derecho 
de las partes para que se pronuncien sobre esos medios oficiosos, es 
decir que las partes pueden interponer los medios de defensa que vieren 
por conveniente a fin de ver la claridad, pertinencia o impertinencia sobre 
dicho medio oficioso, con esto en forma evidente se da cabida a un debido 
proceso  
 
2.2.10.4.- ALEMANIA 
Hay diferenciación entre los medios de prueba que debe ser ofrecidos u 
ordenados por el juez, por ello que la Prueba de Oficio, en Alemania, tiene 
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connotación para ciertos medios de prueba, es así que es procedente 
para ordenar exhibiciones de documentos referidos a las partes, así como 
inspección y de acuerdo a lo pre-establecido, sin embargo no se puede 
ordenar pruebas de oficio para declaración testimonial, como se podrá 
observar: “El Juez tiene facultades para disponer de oficio, todos los 
medios de prueba, excepto testimonial pudiendo ordenar de oficio a las 
partes y a terceros la exhibición de documentos referidos por las partes y 
también disponer inspección de casos conforme a los artículos 142 y 147 
introducidos por modificatoria del año 2001”. 
 
En cierta medida nos parece acertada la norma, siempre y cuando 
la norma no limite el derecho de las partes del proceso, a observar los 
medios de prueba oficioso y que sean aclaradas tomando en cuenta los 
argumentos fácticos – jurídicos de las partes. 
 
 
2.2.10.5. Estados Unidos 
En los Estados Unidos, el Juez tiene limitadas potestades para ordenar la 
prueba de oficio, conforme lo expresa la Regla 614 (a), 614 (b) y 706 de 
la Federal Rules of Evidence, que en forma expresa transcribo y dice: “El 
Juez puede disponer de oficio pruebas testimoniales no presentadas por 
las partes e interrogar a los testigos. También puede disponer la asesoría 
de testigos expertos nombrando los peritos”. 
 
Este hecho no limita la intervención de las partes en el proceso, 
inclusive ellos pueden interrogar a los testigos con toda amplitud, sin 
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limitación alguna y esclarecer un esclarecimiento con la ayuda de peritos 
especializados. 
 
2.2.10.6. Inglaterra 
La doctrina nos indica que no existe facultades para disponer pruebas de 
oficio pero conforme los Civil Procedure Rules de 1998, el Juez puede 
indicar a las partes las cuestiones de hecho sobre las que se requiere 
prueba, qué tipo de prueba y cómo se desarrollan en el juicio así también 
cómo se desarrollan las testimoniales escritas, autorización de 
testimonios y su aplicación y ordenar a las partes aclaraciones e informes, 
incluyendo ordenar que una parte suministre información a la otra y 
también designar peritos sobre evidencias técnicas” Rules 321; 325; 181; 
359 y 3515. 
 
Es más amplio y faculta a las partes a intervenir de una y otra forma, 
pienso que han tomado en cuenta que debe existir un debido proceso. 
2.2.10. 7. España 
En España, la prueba de oficio es mucho más amplia y específica, y está 
contenida en los arts. 429 y 435 del año 2000 del Código de 
Procedimientos Civiles; en lo referente al artículo 429 sobre proposición y 
señalamiento de pruebas de oficio, expresa en caso que no haya acuerdo 
entre las partes, ni conformidad sobre los hechos, en este caso la 
audiencia continúa, y en caso que haya insuficiencia de medios 
probatorios, el juez pondrá en conocimiento de las partes este hecho y 
ofrecerá pruebas de oficio. 
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En el caso a que se refiere en el párrafo anterior, las partes podrán 
ampliar y modificar sus pretensiones de prueba a la vista de lo 
manifestado por el Tribunal. 
 
Asimismo el artículo 435 señala algunos requisitos de procedencia 
e indica que sólo a instancia de parte podrá el tribunal ordena diligencias 
finales, por ejemplo aquellas diligencias que no se habrían llevado en su 
momento oportuno o las llevado a cabo sin completar el acto; o también 
cuando no se ha practicado la prueba a pesar de haberlo propuesto la 
parte interesada, expresa también que se podrá admitir aquellas pruebas 
referentes a hechos nuevos. 
 
Esta legislación también acepta las pruebas de oficio en casos muy 
excepcionales, más que todo sobre hechos relevantes como si una 
prueba habría desaparecido pese a estar alegada con anterioridad, o que 
habría motivos para su actuación, en todos estos casos la resolución que 
ordena debe estar determinada inmotivada adecuadamente para evitar 
alguna nulidad. 
 
En este orden de ideas, se ha podido ver que la prueba de oficio es 
mucho más amplia y está sujeta al desarrollo del procedimiento, a la 
importancia de hechos relevantes en el proceso, a la oportunidad que se 
le da a las partes para presentar nuevas pruebas y que estas sean 
discutidas y debatidas. Inclusive se da una oportunidad al final del litigio, 
para que las partes puedan proponer otros medios de prueba, siempre y 
cuando sean de mucha utilidad y relevantes para el esclarecimiento de los 
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hechos, a esto la legislación española la llama diligencias finales, es por 
ello que una vez admitida y actuada todas las pruebas, en diligencias 
finales, recién el Juez podrá ordenar pruebas de oficio, y dar oportunidad 
a las partes que lo hagan de la misma forma frente a los hechos nuevos 
de probanza. 
 
2.2.10.8. Chile 
En Chile, Palomo, D. en su 0bra: “Proceso Oral: ¿Qué modelo de juez 
requiere?, ha indicado que las posiciones adscritas o  inspiradas en el 
señalado fenómeno de la socialización del proceso pecan con buenas 
intenciones, de irrealismo, por lo que lo que busca el juez es la convicción 
sobre los hechos respecto a la verdad o certeza, que en el proceso no se 
haya demostrado. (PALOMO, 2003). 
 
En otras palabras, lo que indica Bordalí, respecto a la finalidad de 
la prueba de oficio, que el juez no quiere ver la realidad material de los 
hechos, sino que le cause convicción subjetiva, lo cual parece que es 
equivocado porque al crear la convicción subjetiva está llevando a la 
realidad de los hechos, lo cual es inquisitivo. (BORDALÍ, 2003, 268). 
 
A todo esto, manifiesta que es ilusorio pretender tener un “Super 
Juez civil”, activista y que tenga amplias facultades en materia de iniciativa 
probatoria y del mismo modo puede ir contra la imparcialidad del juez en 
ciertos casos que su utilización sea adecuada. 
 
Sin embargo, nos parece que en cierta medida, lo que se pretende 
es dar facultades discrecionales al juez para que éste pueda ordenar 
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pruebas de oficio, solo para el esclarecimiento de tales o cuales hechos, 
más no para poder probar, que esto le correspondería indudablemente a 
las partes del proceso conforme a las facultades de disposición de las 
pruebas. 
 
2.2.11. El sistema del código procesal penal peruano 
Nuestro Código Procesal Penal vigente ha consagrado en su artículo IV 
del Título Preliminar del Código Procesal penal, la titularidad de la acción 
penal recae sobre el Ministerio Público y está a cargo de toda la 
investigación, en concordancia con el artículo 60 del mismo cuerpo legal 
adjetivo, por lo que  la dirección de la investigación y recojo de pruebas 
de cargo, corresponde al fiscal.  Mientras que al juez, le corresponde ver 
por la legalidad y cumplimiento de los derechos de las partes y que el 
proceso se lleve adelante respetando el debido proceso. 
Al respecto, se hace una referencia a las pruebas de oficio, siendo 
éstas  exceptuadas del impulso de oficio los casos expresamente 
señalados en este Código. Por esto que Juan Monroy Gálvez ha 
expresado al respecto que el principio de dirección del proceso tiene como 
objetivo limitar los excesos del principio dispositivo, en el que el juez 
estaba únicamente destinado a protocolizar la actividad de las partes. A 
ello agrega que el principio de impulso procesal resulta una manifestación 
concreta del principio de dirección, todo ello sobre la base de una visión 
publicista del proceso. (MONROY, 2001, 92). 
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2.2.11.1. La prueba de oficio en el C.P.P. peruano 
En el código procesal penal peruano, la prueba de oficio está señalada en 
el artículo 385, en la cual da facultades al juez a fin de que pueda ordenar 
pruebas de oficio en forma excepcional, para llegar a la verdad de lo 
ocurrido, para esto cosa de los principios de dirección del proceso, 
socialización, atravesarían, garantiza, contradictorio; pero, del texto 
expreso de la norma indica que es en forma excepcional y finalmente es 
irrecurrible por lo que ninguna de las partes pueden interponer algún 
recurso impugnatorio sobre la decisión del juez, decía ya, se debe 
respetar la igualdad de las partes en toda la investigación, inclusive en 
etapa de juicio oral por lo que este criterio es del conocimiento público. 
(TARAMONA, 1994, 63). 
 
Precisamente una de esas facultades para hacer efectiva la 
igualdad de las partes es la prueba de oficio contemplada en el artículo 
385 del mismo texto legal; en esta norma el legislador ha señalado que 
las pruebas de oficio se actúa en forma excepcional para ver la libertad 
de lo ocurrido, además que según este dispositivo indica que se debe 
tener cuidado de no reemplazar la actividad probatoria de las partes; 
además señala que la resolución no es recurrible. 
 
En cuanto a la prueba de oficio el profesor Hernando Devis 
Echandía ha señalado que al juez, en tanto sujeto principal de la relación 
jurídica procesal y del proceso, le corresponde decretar oficiosamente 
toda clase de pruebas que estime convenientes para el esclarecimiento 
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de los hechos que interesen al proceso.  Las palabras del maestro 
colombiano guardan una sutil diferencia con el Código Procesal Civil 
vigente, puesto que mientras en el Código peruano los medios probatorios 
“deben ser insuficientes” para tomar convicción, de acuerdo con Devis 
Echandía las pruebas se actúan para el “esclarecimiento de hechos”, de 
otro lado el Código peruano refiere a “medios probatorios adicionales que 
considere convenientes”, en tanto que el citado autor aclara que se trata 
de “pruebas para el esclarecimiento de hechos que interesen al proceso”. 
Por lo que según esta última parte, el tenor del Código peruano no habría 
establecido ninguna limitación normativa sobre la actuación oficiosa 
dispuesta por el juzgador.  
 
No obstante, la simple regulación de la actividad probatoria del juez 
ha merecido irónicos comentarios por parte de Eugenia Ariano Deho, 
quien a propósito de la prueba de oficio ha manifestado que: “De allí que 
mientras las partes tienen que vaciar el saco, en sus actos postulatorios 
(y luego tienen que callar) y enseñar todas sus cartas ofreciendo en ellos 
todas sus pruebas, el juez, si quiere – y cuando quiera-, puede ordenar 
los actos procesales necesarios al esclarecimiento de los hechos 
controvertidos, pero ciertamente, respetando el derecho de defensa de las 
partes (o sea defenderse del juez, no de la contraparte). (ARIANO, 2003, 
64).  
 
La subsistencia de un sistema que combina la prueba de oficio con 
el principio de aportación de parte es susceptible efectivamente de este 
tipo de críticas, pero no descalifica su tendencia hacia una finalidad 
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concreta, cual es la resolución del conflicto de intereses.  Así también lo 
considera Joan Picó y Junio cuando agrega que actualmente en la 
búsqueda del convencimiento judicial acerca de lo discutido en el proceso, 
tanto las partes como el juez deben mutuamente colaborar, lo que no 
supone sustituir a la parte, sino tan sólo afirmar su compatibilidad. (PICÓ 
Y JUNOY, 1998, 17). 
 
Personalmente consideramos que las opiniones de la citada autora 
sobre la constitucionalidad del proceso y la prueba de oficio tienen un claro 
ingrediente ideológico, puesto que parten de una clara concepción del 
Derecho que nada tiene que ver con un estado democrático con plena 
vigencia de los derechos constitucionales, y donde se efectúa una 
adecuada ponderación  de los intereses en juego. 
 
Es por ello que creemos indispensable en el sistema peruano la 
actividad probatoria del juez vía prueba de oficio, la que debe ser utilizada 
excepcionalmente de manera razonable y respetando el derecho de 
defensa de las partes, propiamente al acusado, viola el principio de IN 
DUBIO PRO REO, siendo éste de carácter constitucional. 
 
2.3. MARCO CONCEPTUAL. 
Actividad probatoria.- Es la actuación que realizan los sujetos 
procesales a fin de establecer la exactitud o inexactitud de los hechos. 
Derecho de probar Art. ... La prueba tendrá por objeto: 1° Las afirmaciones 
expresadas por las partes sobre los hechos controvertidos.  
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2.4. HIPÓTESIS DE INVESTIGACIÓN 
2.4.1. Hipótesis principal 
- El respeto del principio constitucional de Indubio pro reo, se cumplirá 
una vez que la actividad probatoria de oficio sea solamente para 
corroborar las ya existentes en el proceso. 
 
2.4.2. Hipótesis específicas 
- La actividad funcional del ministerio público en recabar las pruebas de 
cargo en forma eficiente, evitará que la actividad probatoria de oficio no 
contravenga al principio de Indubio pro reo del procesado. 
 
- Con una propuesta de modificatoria de la norma sobre la actividad 
probatoria de oficio, restablecerá el respeto del principio Indubio pro reo. 
 
2.5. VARIABLES E INDICADORES 
VARIABLE INDEPENDIENTE 
-  Nuevo modelo procesal penal – Unidad de análisis. 
 
VARIABLE DEPENDIENTE 
- Actividad probatoria. 
- Violación del principio constitucional de Indubio pro reo. 
 
INDICADORES 
- Contravención al principio de Indubio pro reo. 
-Indebida aplicación de la actividad probatoria del Juez. 
- Violación de principio constitucional. 
-Violación a la jerarquía de normas. 
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2.6. OPERACIONALIZACIÓN DE VARIABLES  
HIPÓTESIS VARIABLES INDICADORES 
HIPÒTESIS GENERAL 
- El respeto del principio 
constitucional de Indubio 
pro reo, se cumplirá una 
vez que la actividad 
probatoria de oficio sea 
solamente para corroborar 
las ya existentes en el 
proceso. 
 
 
HIPÒTESIS 
ESPECÍFICAS 
- La actividad 
funcional del ministerio 
público en recabar las 
pruebas de cargo en forma 
eficiente, evitará que la 
actividad probatoria de 
oficio no contravenga al 
principio de indubio pro 
reo del procesado. 
 
- Con una propuesta de 
modificatoria de la norma 
sobre la actividad 
probatoria de oficio, 
restablecerá el respeto del 
principio indubio pro reo. 
 
VARIABLE 
INDEPENDIENTE   
-  Nuevo modelo procesal 
penal – Unidad de 
análisis. 
 
 
VARIABLE 
DEPENDIENTE 
 
- Actividad probatoria. 
 
- Violación del principio 
constitucional de Indubio 
pro reo. 
 
 
 
- Contravención al principio de 
Indubio pro reo. 
 
-Indebida aplicación de la actividad 
probatoria del Juez. 
 
- Violación de principio constitucional. 
 
-Violación a la jerarquía de normas. 
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La actividad probatoria de oficio que realiza el juez en un 
determinado proceso judicial, muchas veces tiene por finalidad llegar a la 
verdad; es decir, si el imputado es responsable de sus actos delictivos o 
si es inocente, para que de acuerdo a ello emitir su sentencia; pues esa 
actividad probatoria pertenece al Ministerio Público, porque él es el que 
realiza la investigación desde la etapa preliminar, y no es justo que el juez 
en su remplazo haga las veces de investigador, lo que contraviene a un 
Principio Constitucional de Indubio Pro reo, que tiene el procesado; pues 
al dictar las pruebas el juez está contraviniendo este principio tan 
fundamental. 
 
Estando en un Estado de Derecho, lo que prima para todos es el 
respeto de las garantías, principios y derechos, cuidando que en ningún 
momento de violen estos parámetros por los cuales toda persona está 
goza de esos derechos, sin embargo, en un proceso penal, cuando está 
en la etapa de juzgamiento, la ley procesal penal da esa potestad al 
magistrado a que ordene pruebas de oficio, cuando lo correcto es que el 
Fiscal debió hacer en su momento, no que el Juez asuma ese rol y 
sustituya las atribuciones del Fiscal. 
 
En consecuencia, la propuesta legislativa es la modificatoria y/o 
adición del art. 385 del Código Procesal Penal, respecto a la actividad 
probatoria de oficio del juez y que está de primera instancia tiene que 
respetar el principio constitucional de indubio pro reo; asegurando un 
debido proceso y que el procesado tenga las garantías procesales y sean 
sentenciados conforme corresponda. 
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CAPÍTULO III 
METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 
3.1.  MÉTODOS 
Para el desarrollo de la investigación se ha utilizado el método descriptivo 
y explicativo, en razón de que se pretende encontrar en forma específica 
las propiedades de las variables independientes o factores, que 
determinan la actividad probatoria del juez en procesos judiciales, que el 
Fiscal ha debido realizar y no remplazar esa función para luego 
convertirse en juez sentenciador con sus propias pruebas. 
 
3.1.1. Métodos generales  
La actividad investigativa, se ha dado inicio utilizando los métodos 
generales, como método inductivo, método deductivo, método analítico – 
sintético, los cuales permite que sea científica, correspondiente a las 
ciencias sociales. 
 
3.2. TIPO DE ESTUDIO 
El trabajo de investigación se desarrolla utilizando el tipo socio-jurídico, se 
adopta la investigación jurídico-formal con la investigación de campo y la 
doctrina aplicada, se llega a consolidar el trabajo científico, por la 
64 
incoherencia que existe entre la norma adjetiva penal y las normas 
constitucionales; por lo que prevalecerá las garantías constitucionales que 
defienden a los procesados, el cual es el Indubio pro reo. 
 
3.3. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS 
3.3.1. Técnicas 
Para la recolección de información se ha utilizado el análisis documental, 
bibliográfico, encuestas, entrevistas, observación directa y técnica de la 
estadística correspondiente. 
 
3.3.2. Instrumento de medición 
Lo que corresponde en el presente trabajo de investigación es la 
utilización del llamado “análisis del contenido”, siendo una técnica para 
estudiar y analizar la información de una manera más apropiada y 
objetiva, sistemática, cuantitativa, lo que permite realizar las inferencias 
válidas y confiables de los datos respecto a su contexto, sobre todo 
teniendo en cuenta la propia norma legal. 
 
En cuanto a la codificación de los datos, esta se realizado tomando 
en cuenta el análisis y la estructuración de los resultados en tablas y 
cuadros gráficos donde se demuestran las variaciones entre unos y otros. 
. 
3.4. FUENTES  
Para llegar al fondo de asunto, se ha tomado en cuenta las fuentes por las 
cuales se ha planteado el problema, siendo estos: 
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3.4.1. Fuentes primarias 
En forma directa, corresponde al análisis y estudio que se realizaran en 
los procesos judiciales que han llegado a la etapa de juicio oral y 
propiamente los que se han llevado a cabo la actividad probatoria de 
oficio. 
 
3.4.2. Fuentes secundarias 
Corresponde las entrevistas, encuestas y cuestionarios tomados a los 
operadores del derecho como abogados, quienes conocen de cerca la 
importancia y jerarquía que tiene una norma constitucional respecto a una 
inferior, así mismo comprende los documentos que van a determinar la 
revisión de bibliografía, los cuales están consignados en el marco teórico-
conceptual y teórico -jurídico. 
 
3.5.  POBLACIÓN Y MUESTRA 
 3.5.1. Población 
La población está conformada por la cantidad de pruebas ordenadas por 
el juez, en su afán de buscar la verdad y como consecuencia la afectación 
del principio constitucional de Indubio pro reo. 
  
3.5.2. Muestra 
El tamaño de muestra es representativa por cuanto está integrada por la 
cantidad de procesos donde se ha actuado pruebas de oficio por parte del 
juez; tomando en número de 40 casos, y llevando la investigación en 10 
casos que son escogidos al azar como muestra. 
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3.6.  ÁMBITO DE ESTUDIO 
ÁMBITO ESPACIAL: Los procesos judiciales penales por diferentes 
delitos donde se haya actuado pruebas de oficio por el juez, circunscritos 
en la ciudad de Juliaca, sin perjuicio de tomar referencias a nivel nacional, 
por ser el problema de la legislación nacional que afecta a todo el Perú. 
ÁMBITO TEMPORAL: Se circunscribe a lapso de tiempo entre los años 
de 2016 a- 2017. 
ÁMBITO CUANTITATIVO: Casos por denuncias en número de 40 y como 
muestra aleatoria, 10 casos. 
 
3.7. DISEÑO 
El diseño que corresponde a la presente investigación es MIXTA, en razón 
de que el problema siendo de carácter normativo, analítico, permite 
recoger, procesar y analizar características de los casos de denuncias 
penales en donde se practicó la actividad probatoria del juez en forma 
directa, las consecuencias por la deficiente investigación por parte del 
fiscal, el juez tiene que suplir su actividad ordenando pruebas y con ello 
sentenciar, lo que contraviene al principio constitucional de Indubio pro 
reo; este hecho trae conflictos sociales y jurídicos en cuanto no se respeta 
el estado de derecho que existe en el Perú. 
 
3.8.  NIVEL 
Con los resultados obtenidos, se pretende poner en aplicación en forma 
inmediata, esto es proponiendo una modificatoria de ley en forma parcial 
y respetando el principio constitucional de Indubio Pro reo, por lo que el 
Nivel de la presente investigación de nivel Aplicada.   
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CAPÍTULO IV 
RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
 
4.1. FINALIDAD DEL RESPETO DEL ESTADO DE DERECHO 
Toda sociedad mantiene su ordenamiento jurídico conforme a su realizad, 
costumbres, tradiciones y el respeto del marco constitucional, lo que le 
lleva a realizarse, respetando esas nomas, por toda persona, tanto 
autoridades como la sociedad en pleno, por lo que corresponde a los 
legisladores emitir normas acorde con la realidad y respetando el marco 
Constitucional, solo así se estaría respetando el estado de Derecho que 
tanto añoramos. 
 
La falta de este punto, hace a una sociedad desequilibrada, las 
inversiones extranjeras son limitadas y en muchos casos se van de país, 
los justiciables quedan descontentos porque no hay una jerarquía que se 
respeta, las normas están hechas bajo el sistema inquisitivo, sin respetar 
normas superiores. 
 
Por todo ello es necesario, que mediante el presente trabajo de 
investigación se pueda motivar a que se respeta las normas y que se 
modifiquen en forma parcial la norma adjetiva procesal penal y que prime 
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la jerarquía constitucional, como es el presente caso, cumpliendo los 
principios constitucionales y el respeto de derecho fundamentales. 
 
4.2. CRITERIOS DE SOLUCIÓN Y RESPETO CONSTITUCIONAL 
4.4.1. Principios constitucionales 
Los trabajos de investigación que se han realizado hasta la actualidad, no 
se ha podido encontrar respecto a la violación de principios 
constitucionales, por lo que desarrollado este trabajo llegamos a la 
conclusión de que efectivamente la actividad oficiosa del juez, conlleva a 
una incertidumbre jurídica respecto a estos principios constitucionales, por 
lo que con el presente estudio de investigación se puede tomar en cuenta 
los principios que son vulnerados. 
 
El principio constitucional del debido proceso, corresponde al 
respecto tanto del proceso, procedimiento, y el respeto de la dignidad 
humana dentro de un marco constitucional, el debido proceso 
corresponde respetar los derechos de todas las personas incluidas 
aquellas que están siendo procesadas por un delito concreto, pues esto 
conlleva en toda su magnitud al respecto de los principios 
constitucionales, en este caso del procesado siendo que en caso de duda 
esta favorece al reo, que en la doctrina nos habla del Indubio pro reo. 
 
Es decir, que el principio constitucional de inocencia del procesado 
se debe respetar mientras no se haya probado la responsabilidad penal 
del mismo, este principio está amparado por la carta magna, en tanto que 
no se puede realizar la investigación con dos entes del Estado 
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completamente autónomos e independientes, los cuales son el ministerio 
público y por otro lado el poder judicial, como ya se ha investigado, que al 
ministerio público le corresponde realizar la investigación desde su inicio 
hasta la acusación ante el juez penal y éste le corresponde el juzgamiento, 
es decir emitir una sentencia ya sea condenatoria o absolutoria, pero lo 
que importa es que haya una imparcialidad del juez lo cual demuestra la 
correcta administración de justicia, pero si ahí se le otorga facultades al 
juez para que siga la investigación, esto contraviene justamente al 
principio de inocencia que goza el procesado. Pues lo que se observa de 
la realidad es que una norma procesal, está yendo en contra de principios 
constitucionales, este solo hecho nos lleva a ver que nuestra sociedad no 
hay el respeto de la jerarquía de normas legales y se le asigna a los 
magistrados que realicen actividad probatoria siendo contraproducente, 
porque su función es sentenciar y ya no probar. Por ello se ha llegado 
entender algunos criterios de viabil idad, siendo estos: 
 
El respeto del principio constitucional de Indubio pro reo, es decir 
que en caso de duda respecto a su responsabilidad y participación en el 
hecho delictivo, le favorece al reo, en la medida de que toda 
responsabilidad debe ser probada en forma directa y si el fiscal no realizó 
la investigación y el recojo de medios probatorios, evidencias, el juez no 
tiene porque es reemplazar su actividad negligente para poder ordenar las 
pruebas de oficio. 
 
El respeto del principio constitucional de imparcialidad del juez, por 
cuanto el juez debe demostrar una correcta administración de justicia sin 
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tomar iniciativa de la duda que goza el procesado y en tratar de culparlo 
a toda costa sobrepasando el principio de inocencia del procesado. 
 
El respeto de la dignidad humana como principio fundamental de la 
persona que al no respetar los demás principios y tratar de seguir 
investigando tanto por el fiscal como el juez se afecta a la dignidad de la 
persona humana por lo tanto ese hecho de ordenar las pruebas de oficio, 
nos lleva a pensar que no estamos en un Estado de derecho. 
 
4.3. RESTABLECIMIENTO DE LA JERARQUÍA DE NORMAS 
El presente trabajo de investigación, nos ha llevado a la identificación de 
que existe en nuestras normas legales una diferencia muy notoria entre lo 
que ordena la norma procesal penal, con la norma constitucional lo cual nos 
lleva a investigar esta diferencia y aplicación en su desarrollo en la 
investigación de un caso concreto. Por lo que, se debe de establecer el 
Estado de derecho en nuestro país respetando la jerarquía de normas y 
conforme nos ha demostrado que Kelsen en su pirámide normativa, que en 
la cúspide está ubicada la Constitución Política del Estado Peruano, y por 
debajo de ella las demás normas. 
 
Este hecho trascendental, en el aspecto jurídico donde prima en 
toda sociedad, nos trae a pensar que en el Perú todavía no existe el 
respeto de las normas, lo que lleva a discusión entre la sociedad, las 
personas procesadas, los abogados, los magistrados, y toda persona 
extranjera que se pregunta y cuáles lo que prima en una sociedad, 
supuestamente de Estado de derecho?, La respuesta es un tanto ambigua 
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y muchas veces salida de contexto porque no se puede explicar que una 
norma de inferior jerarquía este sobre otra norma de mayor jerarquía como 
es la constitucional. 
 
4.4. ESTRUCTURA DE PROCESAMIENTO DE DATOS 
4.4.1. Validación y edición  
La validación se realiza, mediante el análisis de documentos de la norma 
jurídica, expedientes judiciales, las pruebas ordenadas, los datos 
estadísticos, que nos arroja sobre la prueba de oficio, se utilizó como 
instrumento de trabajo las encuestas, tomadas a los abogados 
especialistas en derecho penal, extrayendo los datos estadísticos, sobre 
la oficiosa actividad del juez. 
 
Se continúa con las listas de control, los cuestionarios y las 
entrevistas para establecer de qué manera afecta el Estado de Derecho 
en el Perú, la actividad oficiosa del Juez, ordenando pruebas de oficio, 
con ello impulsa al des quebrantamiento del Principio Constitucional de 
Indubio pro reo.  
  
 4.4.2. Codificación  
Al realizarse las encuestas, se ha asignado preguntas determinadas 
respecto al tema de investigación y a cada una respuestas con alternativas 
múltiples a la misma pregunta. En primer lugar se hizo una lista de 
respuestas reales luego se procedió a consolidar las respuestas, hasta 
volar de acuerdo a su intensidad y luego se consolidó para luego 
interpretarlas en un sólo sentido, seguidamente se codificó a cada una de 
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ellas consolidando en cuadros estadísticos los cuales nos demuestran la 
intensidad y la frecuencia de la actividad probatoria oficiosa del juez. 
 
4.4.3. Tabulación y análisis estadísticos 
A efectos de obtener mayor convicción sobre la temática tratada, hemos 
procedido a implementar un cuestionario de preguntas cerradas entre los 
profesionales de la Asociación de Abogados de la Provincia de San 
Román a fin de que nos ayuden a ilustrar sobre la problemática materia 
de análisis.  
 
Las preguntas fueron aplicadas a una muestra de 40 abogados del 
universo total de asociados y resultados fueron las siguientes: 
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a.- Si corresponde
b.- A veces corresponde
c.- Nunca corresponde
d.- Desconoce
4.5.  ANÁLISIS DE VALIDACIÓN Y CODIFICACIÓN DE DATOS  
TABLA  N° 1 
1. ¿Con el Código Procesal Penal actual, la investigación corresponde al Ministerio 
Público desde la Etapa Preliminar? 
 
Alternativas Frecuencia Porcentaje 
a.- Sí corresponde 
b.- A veces corresponde 
c.- Nunca corresponde 
d.- Desconoce 
33 
02 
03 
02 
 
82,5% 
5% 
7,5% 
5% 
TOTAL 40 100 
 
 
GRÁFICO N° 1 
 
Con el Código Procesal Penal actual, ¿la investigación corresponde al 
Ministerio Público desde la etapa preliminar? 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: Elaborado por el investigador. 
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INTERPRETACIÓN 
Frente a la pregunta sobre el Ministerio Público, si le corresponde la investigación 
desde la etapa preliminar, según la tabla y cuadro nos refiere que, un 82,5%, sí 
corresponde; mientras que un 5% afirma que es a veces y un 7,5% afirma que 
nunca lo hace, según refieren porque el actuar del Fiscal no es notorio, y un 5% 
desconoce el actuar del Fiscal. 
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TABLA N° 2 
2.- ¿Es atribución del Ministerio Público, realizar las indagaciones del 
hecho delictivo, y recabar las pruebas para ver la responsabilidad del 
imputado en la comisión de ese delito? 
 
 
Alternativas Frecuencia Porcentaje 
a.- Sí corresponde 
b.- A veces corresponde 
c.- Nunca corresponde 
d.- Desconoce 
30 
5 
1 
4 
75% 
12,5% 
2,5% 
10% 
TOTAL 40 100 
 
 
GRÁFICO 2 
 
¿Es atribución del Ministerio Público, realizar las indagaciones del hecho 
delictivo, y recabar las pruebas para ver la responsabilidad del imputado 
en la comisión de ese delito? 
 
 
 
Fuente: Elaborado por el investigador 
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INTERPRETACIÓN: De la pregunta en referencia, se puede desprender 
que el Ministerio Público está a cargo de la indagación e investigación, el 
75% sí corresponde, mientras que, el 12,5% opina que a veces 
corresponde; el 2,5% nunca corresponde y el 10% desconoce la actividad 
del fiscal. 
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TABLA 3 
 
3. ¿Al Ministerio Público le corresponde formular acusación en contra de los procesados 
cuando haya evidencias y suficientes elementos de prueba que guarden convicción al 
juez? 
 
Alternativas Frecuencia Porcentaje 
a.- Sí corresponde 
b.- A veces corresponde 
c.- Nunca corresponde 
d.- Desconoce 
36 
3 
2 
1 
90% 
7,5% 
5% 
2,5% 
TOTAL 40 100 
 
 
GRÁFICO 3 
 
¿Al Ministerio Público le corresponde formular acusación en contra de los procesados 
cuando haya evidencias y suficientes elementos de prueba que guarden convicción al 
juez? 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: Elaborado por el investigador 
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INTERPRETACIÓN 
A la interrogante, de que si el Fiscal es el que acusa cuando haya recogido 
suficientes elementos de convicción, se da una respuesta que alcanza el 90%, y 
el porcentaje que demuestra que lo hace a veces es el 7,5%, mientras los que 
afirman que nunca corresponde es el 5% y desconocen el 2,5%. Con esto nos 
demuestran que quién realiza la actividad probatoria es el fiscal. 
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TABLA 4 
 
4.- ¿El rol que cumple tanto el Ministerio Público como el Poder Judicial es la de 
investigador, como sentenciador respectivamente en un hecho delictivo? 
 
Alternativas Frecuencia Porcentaje 
a.- Sí corresponde 
b.- A veces corresponde 
c.- Nunca corresponde 
d.- Desconoce 
18 
10 
10 
2 
45% 
25% 
25% 
5% 
TOTAL 40 100 
 
 
 
GRÁFICO 4 
 
 
¿El rol que cumple tanto el Ministerio Público como el Poder Judicial es la de investigador, 
como sentenciador respectivamente en un hecho delictivo? 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: Elaborado por el investigador. 
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INTERPRETACIÓN 
A la interrogante, de que el fiscal es investigador y el juez sentenciador, lo 
afirman el 45%, porque saben que es así, mientras que el 25% dice que a veces 
le corresponde, porque ya hay una cierta desconfianza en el actuar, y el 25% 
dice que nunca lo hacen y el 5% desconocen que sea así. Lo que demuestra que 
la mayoría opina que las atribuciones del fiscal y juez son distintas. 
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TABLA 5 
 
5.- ¿La función de los jueces penales es la de sentenciar al acusado, por la existencia de 
evidente prueba de cargo, que demuestre la responsabilidad penal del procesado? 
 
Alternativas Frecuencia Porcentaje 
a.- Sí corresponde 
b.- A veces corresponde 
c.- Nunca corresponde 
d.- Desconoce 
37 
2 
1 
92,5% 
5% 
2,5% 
% 
TOTAL 40 100 
 
 
GRÁFICO 5 
 
¿La función de los jueces penales es la de sentenciar al acusado, por la existencia de 
evidente prueba de cargo, que demuestre la responsabilidad penal del procesado? 
 
 
 
 
Fuente: Elaborado por el investigador. 
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INTERPRETACIÓN 
 La pregunta, que el juez es quién sentencia al acusado cuando haya suficientes 
elementos de prueba, esto se demuestra con el 95% que afirma que sí 
corresponde; mientras que el 5% afirma que a veces corresponde, el 2,5% nunca 
corresponde, lo que nos da a entender que quién sentencia es el Juez, por el 
principio inquisitivo. 
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TABLA 6 
 
6.- ¿Es facultad del juez penal, realizar actos de investigación en un hecho penal, 
ordenando pruebas de oficio? 
 
Alternativas Frecuencia Porcentaje 
a.- Sí corresponde 
b.- A veces corresponde 
c.- Nunca corresponde 
d.- Desconoce 
6 
3 
31 
 
15% 
7,5% 
77,5% 
 
TOTAL 40 100 
 
 
GRÁFICO 6 
 
¿Es facultad del juez penal, realizar actos de investigación en un hecho penal, ordenando pruebas 
de oficio? 
 
 
 
Fuente: Elaborado por el investigador. 
a.- Si corresponde
c.- Nunca corresponde
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INTERPRETACIÓN 
La pregunta, de que si el juez hace las veces de investigador, porque ordena 
pruebas de oficio, el 15% que afirma, que sí corresponde, en razón que la ley así 
lo ordena; pero el 7,5% afirma que a veces corresponde; pero el 77,5% detalla 
que nunca lo corresponde, la razón es que el juez no puede ser investigador y 
sentenciador a la vez.  
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TABLA 7 
 
 
7.- ¿Es factible que entre entidades del Estado, pueda haber usurpación de funciones en 
sus atribuciones, como es en proceso penal, entre el fiscal y juez? 
 
Alternativas Frecuencia Porcentaje 
a.- Sí corresponde 
b.- A veces corresponde 
c.- Nunca corresponde 
d.- Desconoce 
2 
4 
28 
6 
5% 
10% 
70% 
15% 
TOTAL 40 100 
 
 
GRÁFICO 7 
 
 
¿Es factible que entre entidades del Estado, pueda haber usurpación de funciones en sus 
atribuciones, como es en proceso penal, entre el fiscal y juez? 
 
 
 
 
Fuente: Elaborado por el investigador. 
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INTERPRETACIÓN 
Se demuestra, en el gráfico, que entre entidades del Estado, como es el Fiscal y 
Juez, es factible que exista usurpación de funciones, en cuanto a la investigación 
de un proceso judicial y el 5% afirma que sí corresponde, mientras que el 10% 
afirma que es a veces, pero el 70% nunca corresponde, siendo notorio que no 
debe hacer usurpación de funciones y el 15% afirma que desconoce. 
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TABLA 8 
 
8.- ¿Afecta principios constitucionales, la actuación probatoria del Juez Penal, ordenando 
pruebas de oficio? 
 
Alternativas Frecuencia Porcentaje 
a.- Sí corresponde 
b.- A veces corresponde 
c.- Nunca corresponde 
d.- Desconoce 
29 
4 
3 
4 
72,5% 
10% 
7,5% 
10% 
TOTAL 40 100 
 
 
GRÁFICO 8 
 
¿Afecta Principios Constitucionales, la actuación probatoria del Juez Penal, ordenando 
pruebas de oficio? 
 
 
Fuente: Elaborado por el investigador. 
 
 
 
0
5
10
15
20
25
30
29
4
3
4
a.- Si corresponde
b.- A veces corresponde
c.- Nunca corresponde
d.- Desconoce
88 
INTERPRETACIÓN 
A la pregunta que, si afecta principios constitucionales el actuar del juez al 
ordenar pruebas de oficio, un porcentaje considerable del 72,5%, afirma que sí 
corresponde, es decir que así pasa en la realizad; el 10% afirma que a veces 
corresponde; el 7,5% dice que nunca corresponde; pero el 10% desconoce el 
asunto. Nos demuestra claramente que un gran porcentaje afirma que si afecta 
los principios constitucionales la prueba de oficio por el juez. 
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TABLA 9 
 
9.- ¿Con las pruebas de oficio que ordena el Juez, desestabiliza las garantías 
constitucionales del procesado, porque viola el principio constitucional de INDUBIO 
PRO REO? 
 
Alternativas Frecuencia Porcentaje 
a.- Sí corresponde 
b.- A veces corresponde 
c.- Nunca corresponde 
d.- Desconoce 
38 
2 
-- 
-- 
95% 
5% 
-- 
-- 
TOTAL 40 100 
 
 
GRÁFICO 9 
 
¿Con las pruebas de oficio que ordena el juez, desestabiliza las garantías constitucionales 
del procesado, porque viola el principio constitucional de INDUBIO PRO REO? 
 
 
 
Fuente: Elaborado por el investigador. 
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INTERPRETACIÓN 
Sobre la interrogante de que, con las pruebas de oficio desestabiliza las 
garantías constitucionales, porque viola el principio constitucional de Indubio Pro 
Reo, afirman el 95% que, sí corresponde, y el 5% afirma que a veces 
corresponde, mientras en el resto no existe afirmación alguna. Lo que demuestra 
que efectivamente las pruebas de oficio desestabilizan las garantías 
constitucionales y afecta el principio de Indubio Pro Reo. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
91 
TABLA 10 
 
10.-  ¿Es posible que en la legislación peruana, respecto a las pruebas de oficio, las normas 
del Código Procesal Penal causen estabilidad en el ordenamiento jurídico? 
 
Alternativas Frecuencia Porcentaje 
a.- Siempre lo hacen 
 
b.- A veces lo hacen 
 
c.- Nunca lo hacen 
 
d.- Desconoce 
6 
8 
22 
4 
15% 
20% 
55% 
10% 
TOTAL 40 100 
 
 
 
GRÁFICO 10 
 
¿Es posible que en la legislación peruana, respecto a las pruebas de oficio, las normas del 
Código Procesal Penal causen estabilidad en el ordenamiento jurídico? 
 
 
 
 
Fuente: Elaborado por el investigador. 
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INTERPRETACIÓN 
La pregunta sobre si es posible que las pruebas de oficio causen estabilidad en 
la legislación peruana, afirman que, un 15% siempre lo hacen, mientras que un 
20% afirman que a veces lo hacen y lo más resaltante es que un 55% afirman 
que nunca lo hacen, por lo que se observa de las actuaciones de esa prueba de 
oficio; 10% desconoce el caso. Esto nos da a conocer que un gran porcentaje 
sabe perfectamente que las pruebas de oficio causan desestabilidad al 
ordenamiento jurídico nacional. 
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TABLA 11 
 
11. ¿Las normas que afectan el Estado de Derecho y democrático, causan inseguridad 
jurídica en el desarrollo de un proceso penal? 
 
Alternativas Frecuencia Porcentaje 
a.- Siempre lo hacen 
 
b.- A veces lo hacen 
 
c.- Nunca lo hacen 
 
d.- Desconoce 
 
24 
6 
8 
2 
60% 
15% 
20% 
5% 
TOTAL 40 100 
 
 
 
GRÁFICO 11 
 
¿Las normas que afectan el Estado de Derecho y democrático, causan inseguridad jurídica 
en el desarrollo de un proceso penal? 
 
 
 
 
Fuente: Elaborado por el investigador. 
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94 
INTERPRETACIÓN 
 A la interrogante de que, las normas que afectan el Estado de Derecho 
democrático causan inseguridad jurídica en el desarrollo de un proceso penal, 
afirman que el 60% siempre lo hace; mientras que el 15% afirma que a veces lo 
hace y el 20% nunca lo hacen, desconociendo del caso un 5%. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
95 
TABLA 12 
 
12.- ¿Las pruebas de oficio en un proceso penal, pueden ser aceptadas sólo para 
corroborar o aclarar algunos medios de prueba ya existentes en el proceso, que sean 
dudosos y que no afecten el desarrollo del proceso? 
 
Alternativas Frecuencia Porcentaje 
a.- Siempre lo hacen 
 
b.- A veces lo hacen 
 
c.- Nunca lo hacen 
 
d.- Desconoce 
 
12 
 
9 
 
15 
 
4 
30% 
22,5% 
37,5% 
10% 
TOTAL 40 100 
 
 
GRÁFICO 12 
 
¿Las pruebas de oficio en un proceso penal, pueden ser aceptadas sólo para corroborar o 
aclarar algunos medios de prueba ya existentes en el proceso, que sean dudosos y que 
no afecten el desarrollo del proceso? 
 
 
 
 
Fuente: Elaborado por el investigador. 
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96 
INTERPRETACIÓN 
A la interrogante, que si las pruebas de oficio sólo pondrán ser actuadas cuando 
corroboren o aclaren algunos medios de prueba ya existentes en el proceso o 
sean dudosos, siempre que no afecten el debido proceso, afirman un 30% que 
siempre lo hacen; mientras que un 22,5% a veces lo hacen, pero nos damos 
cuenta que un 37,5% nunca lo hacen es decir que no se toma en cuenta este 
hecho, simplemente se ordena las pruebas de oficio para cualquier cosa; y un 
10% desconoce. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
97 
TABLA 13 
 
13. ¿La actividad probatoria del juez, pone en estado de sospecha sobre el principio de 
imparcialidad de juez? 
 
Alternativas Frecuencia Porcentaje 
a.- Siempre lo hacen 
 
b.- A veces lo hacen 
 
c.- Nunca lo hacen 
 
d.- Desconoce 
 
25 
9 
6 
 
62,5% 
22,5% 
15% 
 
TOTAL 40 100 
 
 
 
GRÁFICO 13 
 
¿La actividad probatoria del juez, pone en estado de sospecha sobre el principio de 
imparcialidad de juez? 
 
 
 
Fuente: Elaborado por el investigador. 
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98 
INTERPRETACIÓN 
La pregunta sobre la actividad probatoria del juez, pone de sospecha el principio 
de imparcialidad del juez, un 62,5% afirma que siempre lo hace; un 22,5% afirma 
que a veces lo hace, pero un 15% afirma que nunca lo hace y ningún porcentaje 
desconoce el hecho. Lo cierto es que, un gran porcentaje afirma que siempre lo 
hace es decir, que la actividad probatoria del juez pone en sospecha la 
imparcialidad del juez. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
 
 
CONCLUSIONES 
 
Primera.- Entre las atribuciones del Ministerio Público y del Poder Judicial, 
propiamente del juez superior, son muy diferenciadas y que cada 
uno cumple su función conforme lo establece la ley orgánica del 
Ministerio Público, la ley orgánica del Poder Judicial y el Código 
Procesal Penal, por lo que corresponde el respeto del 
ordenamiento jurídico dentro de los parámetros de la Carta Magna. 
 
Segunda.-  Las garantías que presta la constitución política del Estado 
peruano, en favor de toda la sociedad, se tiene que son el debido 
proceso, la contradicción, la socialización, el respeto de los 
derechos fundamentales de la persona humana, entre estos la 
dignidad y en cuanto a las personas procesadas corresponde el 
respeto del principio constitucional Indubio Pro reo, es decir que la 
duda favorece al reo. 
 
Tercera.-  Que la actuación del juez superior en el ofrecimiento de la prueba 
de oficio, pone en tela de juicio el principio de la imparcialidad del 
propio juez, la violación del principio constitucional Indubio Pro reo, 
por cuanto si éste corresponde a que en caso de duda favorece al 
  
reo, con la prueba de oficio se quiere desvirtuar esa duda en otras 
palabras desvirtuar este principio constitucional, por lo tanto es 
evidente que la prueba de oficio viola normas constitucionales. 
 
Cuarta.-  Es evidente, que la función del juez superior es la de sentenciar ya 
sea en forma absolutoria o condenatoria respecto a la 
responsabilidad del acusado y en base a los elementos de 
convicción que ha reunido, recabado el ministerio público con los 
que ha formulado la acusación correspondiente con la actuación de 
medios probatorios de oficio está usurpando funciones que 
corresponden netamente al fiscal, pues él es el encargado de la 
investigación desde un inicio hasta el final, y el juez no tiene porqué 
ordenar alguna prueba de oficio sustrayendo la actividad del fiscal 
y haciendo doble función, la de investigador y la de sentenciado, 
por lo que este hecho es el que viola principios constitucionales. 
 
 
 
  
 
 
 
 
SUGERENCIAS 
Primera.-  En la norma procesal penal existe el artículo 385, en el cual faculta 
al juez en forma excepcional a ordenar pruebas de oficio, resulta 
esta que es inconstitucional por lo que debe ser modificada 
respecto a su actuación y que solamente sea permitido para aclarar 
o corroborar el delito denunciado y la responsabilidad del acusado. 
 
Segunda.-  Mediante un proyecto de ley,  plantear la reforma total o parcial del 
artículo 385 del código procesal penal respecto a la prueba de 
oficio, tomando en cuenta el respeto por el ordenamiento jurídico 
nacional e internacional, y por el respeto de los derechos 
fundamentales de la persona humana.  
 
Tercera.-  Para evitar la violación del principio de imparcialidad, se debe 
respetar los roles de cada autoridad, ya sea del Ministerio Público 
y del Juez, sólo así habrá un debido proceso y se respetará el 
principio constitucional de Indubio Pro Reo, en toda su magnitud. 
 
Cuarta.-  Recabar los elementos de convicción y toda la actividad procesal y 
probatoria corresponde al Ministerio Público, entonces no hay 
razón que el Juez usurpe funciones y se ponga de investigador, por 
lo que este hecho es delicado en el desarrollo de un proceso 
  
judicial, por lo que las pruebas de oficio, sólo deberá de ser para 
aclarar un hecho y no la responsabilidad del acusado. 
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MATRIZ DE CONSISTENCIA 
 
TÍTULO: “ACTIVIDAD PROBATORIA DE OFICIO DEL NUEVO MODELO PROCESAL Y LA VIOLACIÓN DEL PRINCIPIO CONSTITUCIONAL 
DE INDUBIO PRO-REO” 
PROBLEMA OBJETIVOS HIPOTESIS VARIABLES DIMENSIONES INDICADORES METODOLOGÍA 
Pregunta General 
- ¿Cuáles son 
las causas por las que, la 
actividad probatoria de 
oficio del nuevo código 
procesal penal pone en 
riesgo al principio 
constitucional de indubio 
pro reo? 
 
Preguntas específicas 
- ¿Por qué la actividad  
probatoria de oficio del 
código procesal penal 
conlleva a la violación del 
principio constitucional de 
indubio pro reo? 
 
- ¿Es posible evitar la 
violación al principio 
constitucional de indubio 
pro reo en la norma 
procesal penal en nuestra 
legialación? 
  
Objetivo General 
Analizar las 
causas que la actividad 
probatoria de oficio del 
nuevo código procesal 
penal pone en riesgo al 
principio constitucional de 
indubio pro reo.   
 
 
Objetivos Específicos 
-  Verificar las razones por 
las que  la actividad  
probatoria de oficio del 
código procesal penal 
conlleva a la violación del 
principio constitucional de 
indubio pro reo 
 
-  Establecer parámetros 
para evitar la violación al 
principio constitucional de 
indubio pro reo en la 
norma procesal penal en 
nuestra legialación. 
 
Hipótesis General.-    
- El respeto del 
principio constitucional de 
indubio pro reo, se 
cumplirá una vez que la 
actividad probatoria de 
oficio sea solamente para 
corroborar las ya 
existentes en el proceso. 
 
Hipótesis Específico.- 
- La actividad funcional del 
ministerio público en 
recabar las pruebas de 
cargo en forma eficiente, 
evitará que la actividad 
probatoria de oficio no 
contravenga al principio de 
indubio pro reo del 
procesado. 
 
- Con una propuesta de 
modificatoria de la norma 
sobre la actividad 
probatoria de oficio, 
restablecerá el respeto del 
principio indubio pro reo. 
VI: 
-  Nuevo modelo 
procesal penal – Unidad de 
análisis. 
 
 
  
 
 
 
 
VD: 
- Actividad probatoria. 
- Violación del principio 
constitucional de indubio 
pro reo. 
 
-Procesos penales. 
 
-Aplicación de la actividad 
probatoria de oficio. 
 
-Se pone en tela de juicio la 
imparcialidad del Juez. 
 
-Procesos penales se ven 
parcializados por la actividad 
probatoria del juez. 
 
- Contravención al principio 
de indubio pro reo. 
 
-Indebida aplicación de la 
actividad probatoria del Juez. 
 
- Violación de principio 
constitucional. 
 
-Violación a la jerarquía de 
normas. 
 
 
 
METODO GENERAL Los 
métodos utilizados son: 
-Método Científico 
-Método inductivo 
-Método deductivo 
-Método analítico – sintético 
 
MÉTODO ESPECÍFICO 
 - Descriptivo y Analítico 
 
TIPO DE INVESTIGACIÓN 
-Aplicada 
--Descriptivo-Propositivo. 
 
DISEÑO 
Descriptivo - Explicativo 
 
POBLACIÓN 
Juzgados Penales del Distrito 
Judicial de Juliaca. 
MUESTRA 
-Provincia de San Román. 
TÉCNICAS: son: 
 - Análisis Documental 
- bibliográfica 
- Encuestas 
- observación Directa. 
INSTRUMENTOS 
-Fichas de análisis de 
documentos. 
 
